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PUBLICACIÓN DEL PODER JUDICIAL + 


- Tomo Xt Guatemala, 


DE LX 


PREUBLITCS DE GUATEMALA 


Publicación del Poder Judicial 


Núm. 12. 


- SECCION EDITORIAL. 


- ANIVERSARIO DE LA INDEPEN- 
DENCIA. 


Asunto simpático por demás, para 
los que estimamos en todo su valor la 
conquista realizada en esta tierra se- 
tenta y cinco años hace, es el que se 
“enuncia en el epígrafe de estas líneas. 
Bien puede el hombre profesar tal 
ó cual criterio en política, inclinarse á 
“uno ú otro bando, afiliarse á este Ó 
aquel partido ó círculo, porque la di- 
versidad de pareceres es inherente á 
la naturaleza humana en la apreciación 
ly aplicación de principios y doctrinas, 
“y todos tienen derecho á pensar como 
les plazca y á sostener su dictamen, 
'“slempre gue no traspasen los límites 
“trazados porla ley. Pero cuando están 
“de por medio los vitales intereses que 
_nacen de la soberanía del país, de la 
“integridad de su territorio, de su honra 
y prestigio, están todos los ciudadanos 


e 


15 de Septiembre de 1896. 


unidos en un sentimiento común; ce- 
san las disputas que engendra la polí- 
tica militante, y la uniformidad de 


A 
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programa de gobierno, ó las varias 
cláusulas de un tratado de paz y amis- 
tad; se trata de lo que es esencial á la 
vida de los pueblos, y en ese campo no 
hay disonancias ni divergencias. 

Justo y debido es, pues, que entone- 
mos himnos de amor y de armonía al 
conmemorar la fecha en que Guate- 
mala entró en el goce del gobierno 
propio; pero no olvidemos que nuestra 
calidad de ciudadanos de una asocia- 
ción independiente, libre de la tutela 
en que estaba, nos impone el deber de 
trabajar por el adelanto de la patria, 
para que ésta se eleve á la altura á que 
la llaman los envidiables gérmenes de 
bienestar que su suelo encierra y que 
hacen de este país uno de los más pri- 
vilegiados en muchos conceptos. 

Una nación es un sér colectivo, y 
las ideas que nos formamos de sus de- 
rechos, de sus obligaciones, desus fines, 
descansan en el concepto que tenemos 
del individuo humano; y así como 
éste se aplica á conservar su existencia 
y adelantar en todos sentidos, así 
también las colectividades tienen que 
guardar como alhaja de gran precio 
en bien cincelado relicario, el depósito 
bendito de la Independencia Nacional, 
y consagrarse á desenvolver sus fa- 
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cultades con la amplitud que requiere 
el espíritu moderno, al amparo de las 
instituciones libres, únicas que hacen 
la dicha de los hombres y de los 
pueblos. 

La hidalga España, que por tres 
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centurias ejerció el gobierno en la ma- | 


yor parte de este continente, desde 
México hasta Chile, dejó en estas tie- 
rras elementos preciosos que han ve- 
nido utilizándose; mas como las leyes 
que nos legara fuesen ya inconciliables 
con nuestro nuevo modo de ser, hubo 
de sustituírselas acá, desde 1877, gra- 
cias al espíritu de progreso del General 
Barrios, con los códigos que hoy rigen 
y que tienen que seguir modificándose 
al compás de las necesidades que se 
experimenten. 

A avanzar en lo que atañe á la le- 
gislación, así como en lo relativo á los 
demás ramos de la existencia pública, 
tienen que dirigirse nuestras aspira- 
ciones constantes, en busca de los pro- 
videnciales destinos que apetecemos. 

Plácenos recordar en este día, que 


la idea del derecho se lleva amplia- 


mente á la práctica en Guatemala desde 


hace algunos años, merced al liberal | 


programa de la actual Administración. 
Debemos, pues, tributar siempre ¿idea 
tan fecunda nuestro cariñoso homena- 
je, mirando en ella á la hija sagrada 
de la autonomía de que disfrutamos 
desde el 15 de Septiembre de 1821. 


Telegrama gratulatorio. 


Tenemos el gusto de publicar en 
seguida el saludo galante que al digno 
señor Presidente del Poder Judicial, 
Licenciado don Antonio Batres, diri- 


TRIBUNALES 


gieron con motivo de la festividad que 
hoy se celebra, los principales funcio- 
narios y corporaciones de Quezalte- 
nango. . 


(Quezaltenango, septiembre 15 de 
1896. 5 


Recibido en Guatemala á las 3 my 30 
10. Puan / 


Ñ 


A "Presidente de la Cono Suprema 
de Justicia. 


El Jete Político, la Municipalidad, 
empleados civiles y militares, depar- 
tamentales y locales y el Cuerpo Con- 


-sular, tienen la honra de saludar á Ud. 


en el 75 Aniversario de la Independen: 
cia de la Patria. 


M. V. Díaz, Juan J. AÁRGUETA, FE- 
pErRICO KocH, vice-cónsul aleman— 
RAFAEL PorrEs, C. NIEDER HEITMANN, 
encargado del consulado de México. 


Contestacion. 


Guatemala, 15 de septiembre de 
1896. . 


Señor Jefe Político. | 
Quezaltenango. 


Correspondo con agradecimiento, el 
patriótico saludo que Ud., el Presi- 
dente de la Sala de Apelaciones y los 
empleados civiles y militares, en unión 
del Cuerpo Consular, se han servido 
dirigirme en este solemne día de plá- 
cemes para la Patria. Deseo viva- 
mente la mayor felicidad al progre- 
sista puebio altense y á sus muy 


dignos Representantes. 


ANTONIO BATRES. 
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SECCION OFICIAL 


en ciertos casos las Salas de Apela- 
ciones. 


Corte Suprema de Justicia: Guate- 
mala, veintinueve de agosto de mil 
ochocientos noventa y seis. 


ciso evitar la incompatibilidad que 
resulta de que los Jueces de 1* Ins- 
tancia que á la vez son Magistrados 
Suplentes, desempeñen  simultánea- 
- mente las funciones de ambos cargos; 
2? Que la corruptela introducida por 
algunas de las Salas de la Corte de 
Apelaciones, de no llamar á los Su- 
' plentes en el orden que corresponde, 
es contraria á lo dispuesto por el artí- 
culo 44 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial; 
La Corte Suprema de Justicia, acuer- 
- da: 1? Que cuando los Jueces pasen en 
concepto de Magistrados Suplentes, á 
- desempeñar las atribuciones del último 
- de dichos cargos, á4 la Sala de Apela- 
- ciones á que se les llame encarguen 
antes el respectivo Tribunal de 1* 1ns- 
tancia á la autoridad que la ley deter- 
mina. 2 Recomendar á las Salas de 
la Corte de Apelaciones que cuiden, 
en lo sucesivo, del estricto cumpli- 
miento de lo prescrito en el artículo 
44 ya citado de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. 

Comuníquese. 


FLores.—HERRERA. —Fo- 
ALARCÓN. 


MN. BATRES. 
- RONDA. 


FeLIPE MARTÍNEZ, 
Secretario, 


-- Considerando: 1? (Que se hace pre- 


Oficio de la Dirección General de 
Estadística. 


Dirección General de Estadística: 
Guatemala, 5 de septiembre de 1896. 


Señor Secretario de la Corte Supre- 
ma de Justicia. 


En virtud de la conferencia que tuve 
el honor de celebrar ayer con el señor 
Presidente del Poder Judicial, remito á 
Ud. los cuadros de Estadística Crimi- 
nal guese emplean en esta Oficina. Son 
seis: tres para los delitos y tres para 
las faltas. El cuadro N? 1,de los pri- 
meros, que trata de los condenados, 
contiene los siguientes datos: nombre 
de los delitos, raza, edad, estado civil, 
instrucción, penas, procedencia, fecha 
en que se inició la causa y estado (de 
ebriedad Ó no) en que se encontraban 
los condenados en el momento de co- 
meter el delito (Con especificación de 
raza.) El cuadro N? 2, se refiere á los 
absueltos y contiene: nombre de los 
delitos, raza y motivos de absolución. 
El cuadro N? 3, complemento del pri- 
mero, sirve para consignar las profe- 
siones de los delincuentes. 

Como se ve, los tres cuadros ante- 
riores comprenden todos los datos ne- 
cesarios de la Estadística Judicial. En 
nada se diferencian de los cuadros 
empleados para esta materia en Esta- 
dísticas más avanzadas en otras na- 
clones. 

Para la formación de estos cuadros, 
tuvimos á la vista los de otros países, y 
no olvidamos las lecciones del tiempo 
y la experiencia adquirida en nuestra 
propia Estadística. 

En 1883 se instaló entre nosotros la 
Estadística Judicial; pero no pudo 
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evitarse, quizá por serel primer ensayo, 
que los cuadros formulados en aquel 
entonces adolecieran de varios defectos, 
á loque hay que agregar que no se 
dieron las instrucciones necesarias á 
los encargados de llevarlos. 


En corroboración de lo dicho, apun- 
taré ligeramente algunos errores de! 
fondo ó esenciales, que desvirtúan el 
trabajo de la Estadística Judicial reco- | 
gida en aquellos cuadros. 


Por falta de método se comprendía 
en el número de los verdaderos delin- 
cuentes (condenados, por crímenes) á 
los juzgados por faltas simplemente: 
resultando de aquí, queen los resú- 
menes apareciera el número de crimi- 
nales mucho mayor de lo que era en 
realidad y que la proporción entre los 
condenados por delitos y el total de 
habitantes fuera alarmante, por más 
que dependía sólo de los errores come- 
tidos en la formulación de los cuadros 
que confundían datos de muy distinta 
naturaleza. 


Los datos apuntados al principio de | 


esta nota se recogían, pero refiriéndolos | 
en general á todos los individuos lle-: 


vados ante los Tribunales, sin hacer 
distinción entre los que de allí salían | 
condenados ó absueltos. | 

Se consignaba la raza (si era indio ó | 
ladino), tratándose de los que habían 
sido juzgados; pero se omitía aquel ' 
dato en el cuadro exclusivo de los con- 
denados. De modo que no se podía 
saber si los indios Ó los que no lo eran 
constituían el mayor número de los 
condenados. 

Se consignaba el estado civil de to- 
dos los individuos juzgados;- pero se 
omitió en el cuadro comprensivo sólo ' 


de los condenados. 


dos y viudos. 


Se hacía constar en el cuadro gene- 


neral de juzgados por delitos, la cir- 


cunstancia de haber estado ó no ebrios 


en los momentos dela perpetración del 
delito de que se les acusaba; pero no se 
hacía constar aquellas circunstancias 
en el cuadro de condenados. 

Tomados en esa forma aquellos da- 
tos de raza, estado civil, ete., etc., re- 
sultaban completamente inútiles para 


De manera que 
no era posible saber si entre éstos ha- 
bía mayor número de solteros Ó casa- 


los fines que han de perseguirse en el 


estudio de los datos estadísticos. 

Por lo expuesto podrá Ud. observar 
la diferencia entre los cuadros usados 
desde 1883 hasta 1894, inclusive, y los 


que hoy empleamos. Los primeros, cau- 
sando mucho trabajo, eran deficientes 
y proporcionaban datos inútiles unos, * 


inexactos los más; los segundos, 4 mi 
entender, proceden con mejor método, 
proporcionan datos exactos y algunos 
nuevos y de mucho interés. En ellos 
sehace constar también la “fecha en que 
se inició la causa.” Por este dato se po- 


drá saldar la criminalidad de cada año. 


Antes sucedía que se juzgaba la crimi- 


nalidad del año por las causas falla- 


das en él, cuando los reos tal vez ha- 
bían cometido el delito ó 
ser procesados dos Ó más años antes. 
He indicado ligeramente la historia 
de la Estadística Criminal. En la Me- 


moria correspondiente al 95 aparecerá 


un extenso informe acerca de la refor- 


ma introducida en este ramo y se da- 
rá cuenta de los resultados obtenidos. 


Los cuadros de Estadística Criminal 
de las oficinas judiciales vienen ya con 


empezado á 


A A 
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ción de los datos y de haber remitido 
junto con los cuadrosinstrucciones su- 
-ficientes para llenarlos. 

Con las consideraciones del más al- 
to aprecio, tengo el honor de subscri- 
birme de Ud. muy atto. 5. $S. 


VícTOR SÁNCHEZ O. 


Contestación al oficio que precede. 


“más regularidad 'y exactitud, debido | 
sin duda al celo de la Presidencia y al 
- mayor orden y claridad en la recopila- 


Secretaría de la Corte Suprema de | 


Justicia: Guatemala, 8 de septiembre 


de 1896. 
Señor Director General de Estadística. 


Señor: 


Con el importante oficio de U. de 5. 
del mes en curso, tuve el honor de re- | 


cibir los cuadros de Estadística (Úrimi- 
nal que U. se sirvió enviar al señor 
Presidente del Poder Judicial, quien da 
á U. por mi medio expresivos agrade- 
cimientos por el interés con que se 0cu- 
pa de este importante ramo de la Es- 
tadística. 

Cualquier dato que se necesite al 
efecto, se ordenará enviarlo sin demo- 
ra, dado que ya están advertidos todos 
los funcionarios del orden judicial de la 

preferente atención que deben prestar 
á ese punto de vital trascendencia. 


soluciones, tanto de los Tribunales Su- 
-periores como de los Juzgados y Co- 
mandancias de Armas, pasará oportu- 
- namente esta Secretaría á la Dirección 


del digno cargo de U. una copia de los 


cuadros semestrales, extractados de los 
que se forman con presencia de los es- 


| 


tados mensuales que de dichas ofici- 
nas se reciben. 

Como el señor Presidente tuvo ya 
ocasión de conferenciar con U. sobre 
la Estadística Criminal y de enterarse 
de la escrupulosidad y buen método 
con que es atendida, sólo me resta ofre- 
cer á U. el homenaje de consideración 
y estimacon que me es grato ofrecerme 


de U. muy atto. $. $. 


FeLipE MARTÍNEZ. 


Oficio del Sr. Archivero General de los 
Tribunales sobre trabajos de esa 
dependencia. 


Guatemala, septiembre 9 de 1896. 


Señor Secretario de la Corte Supre- 
ma de Justicia. : 
Tengo la honra de manifestar á Ud., 
para conocimiento de la Superioridad, 
que han sido inventariadas en este Ar- 
chivo, por el año de 1895, 3,505 piezas, 
cantidad que se descompone así: 


Expedientes civiles.... 493 
Inalerentes ln. oda a CAS 
Causas criminales..... 2,531 

3,505 


Es muy conveniente advertir que 
las piezas remitidas por las Salas son 
muchas más en número, en razón de 
que esta Oficina reune en un solo cuer- 
po todos los antecedentes relativos á 


¡cada negocio Ó proceso, articulaciones 


. ¡| y ocursos de hecho 
Para cotejar los resúmenes de las re- | . : 


alzadas, autos de 
prisión, excarcelaciones y sentencias, 
que remiten conforme van siendo des- 
pachadas, y que aquí se forman en un 
solo cuaderno, registrado con un solo 
número. 


Con toda consideración soy del se- 
ñor Secretario muy atto. y $. $. 


J. J. BETETA. 


mier Larraondo de la demanda sobre nu- 


finca 
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RESOLUCIONES. 


CIVIL. 


Los bienes inmuebles anotados en el Registro co- 
rrespondiente, podrán enajenarse Ó gravarse, pero 
sin perjuicios del derecho de aquel á cuyo favor se hu- 
biere hecho la anotación. 

Las sentencias deben decidir, únicamente sobre 
los puntos que hayan sido objeto de la demanda y 
reconvención, y no sobre cuestiones diferentes. 

Son acciones muy diversas la rescisión y la reivin- 
dicación. 

La voluntad de las partes es la suprema ley de los 
contratos, 4 menos que en ellos se establezcan con- 
diciones ilícitas Ó imposibles, ó que el cumplimiento 
se deje en lo absoluto á la voluntad de la parte obli- 
gada. 


Corte Suprema de Justicia: Guate- 
mala, agosto veintidós de mil ocho- 
cientos noventa y seis. 

Examinada con todos sus antece- 
dentes de que procede, y por recurso 
extraordinario de casación, la senten- 
cia que, en catorce de abril del corrien- | 
te año, profirió la Sala 1* de la Corte 
de Apelaciones, confirmando, sin es- 
pecial condenación en costas, la que 
en diez de diciembre del año anterior 
dictó el Juez 2? de 1* Instancia de este 
departamento, que absuelve á don Ja- 


lidad de la cancelación practicada á 
vvrtud de cumplimiento de la ejecutoria 
del Tribunal de Casación, de diez de 
julio de mil ochocientos noventa y cinco, 
y declara la nulidad de la enajenación 
hecha por don Antonio Aubareda en fa- 
vor de los doctores D. Antonio Ramírez 
Fontecha y D. Ramón A. Salazar, de la 
“La Compañía” y de la hipoteca 
constituáda por éstos á favor de “Bolaños 
hermanos.” 


RESULTANDO: 


I 


(Que don Javier Larraondo, con fe- 
cha veinticinco de octubre de mil ocho- 
cientos noventa y tres, solicitó ante 


el Juzgado 2? de 12 Instancia de este 
departamento, que se declarara la pro- 
cedencia de la reivindicación de la. 
finca “La Compañía” por no haber 
cumplido don Antonio Aubareda las 
condiciones estipuladas en la escritura 
de compra-venta que autorizó el nota- 
rio don Yanuario Arriola, en once de - 
julio de mil ochocientos ochenta y 
cuatro. 


¿3 


II 


Que tal demanda se anotó preven- 
tivamente en el Registro de la Pro- 
piedad Inmueble del Centro, el vein- 
titrés de julio de mil ochocientos 
noventa y cuatro, y se resolvió en 
sentido favorable á Larraondo, por 
sentencia de esta Corte Suprema de 
Justicia de fecha diez de julio de mil 4 
ochocientos noventa y cinco. 


, 


UI 


(Que bajo el imperio de la anotación 
preventiva, Ó sea el treinta y uno de 
agosto de mil ochocientos noventa y 
cuatro, y por escritura que autorizó el. | 
notario don Francisco González Cam- 
po, los doctores don Ramón A. Salazar 
y don Antonio Abad Ramírez Fernán- 
dez Fontecha compraron á don An- 
tonio Aubareda, por la suma de | 
doscientos mil pesos, la finca “La Com- 
pañía,” consignándose que el contrato 
se celebraba con las salvedades á que 
se refiere el artículo dos mil ciento 
veintitrés del Código Civil, que á la 
letra dice: Los bienes immuebles ó dere- 
chos reales anotados podrán enajenarse 
ó gravarse, pero sin perjuicio del derecho 
de aquel á cuyo favor se hubiere hecho > 
la anotación. de 
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IV 


Que el veintidós de marzo de mil 
ochocientos noventa y cinco, vigente 
a ún la anotación, los doctores Ramírez 
Fernández Fontecha y Salazar consti- 
tuyeron un gravamen hipotecario so- 
bre la expresada finca, para asegurar 
la suma de cuarenta mil seiscientos 
pesos, que adeudaban á “Bolaños Her- 
“manos.” 


V 


Que por consecuencia de la ejecuto- 
ria de diez de julio de mil ochocientos 
noventa y cinco, se cancelaron en el 
Registro las inscripciones de dominio 
—números tres, cuatro y cinco, de la 
finca rústica de que se trata; inscrip- 
ciones entre las cuales se comprende 
la que se hizo á favor de Salazar y 
Ramírez Fernández Fontecha. 


k 


vI 


Que estos señores demandaron ante 
el propio Juzgado 2% de 1* Instancia 
la nulidad de la cancelación á que alu- 
de el párrafo que precede, apoyados 
A en que, para practicarla, no se les ha- 
 bía oído y vencido en juicio. Don 
- Javier Larraondo negó esta demanda, 
alegando las razones que se consignan 
en el memorial de folios diez á diez y 
siete del juicio respectivo, negó así 
- mismo la tercería coadyuvante incoa- 
da por los señores “Bolaños Herma- 
nos”, en concepto de acreedores hipo- 
- tecarios de los demandantes, y recon- 
vino además á éstos por la nulidad del 
contrato de compra-venta que respecto 
e “La Compañía,” celebraran don 
ntonio Aubareda, por una parte, y 
don Antonio Abad Ramírez Fernández 


Fontecha y don Ramón A. Salazar, 
por la otra, y la de la hipoteca que los 
compradores constituyeron á favor de 
“Bolaños Hermanos.” 


VII 


(Que después de observarse los trá- 
mites correspondientes y estimándose 
que el asunto consistía en puntos de 
derecho, se dictó en primera Instancia 
el pronunciamiento confirmado, sin 
especial condenación en costas, por el 
de la Sala 1? que es objeto del recurso 
extraordinario de nulidad; interpuesto 
bajo la firma del licenciado don Fer- 
nando Aragón Dardón, juzgando que 
el Tribunal de Alzada violó los articu- 
los treinta y seis de la Ley Constitu- 
tiva, dos mil ciento veintiséis, inciso 
segundo, dos mil ciento treinta y seis, 
inciso tercero, del Código Civil; tres- 
cientos ochenta y ocho, trescientos 
ochenta y nueve y cuatrocientos seten- 
ta y siete del Código de Procedimien- 
tos Civiles; ciento ochenta y nueve, 
ciento noventa, fracción sexta y ciento 
noventa y dos del decreto número 
doscientos setenta y tres. 


An 


Que la providencia en que se previno 
á la parte recurrente “Bolaños Her- 
manos”, hacer el depósito designado, 
quedó notificada el nueve del mes de 
julio último, á las diez de la mañana, 
cumpliendo con tal mandato el día 
trece del propio mes, pues el anterior 
fué domingo: que por esa causa don 
Javier Larraondo solicitó que se decla- 
rara sin lugar el recurso interpuesto, 
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CONSIDERANDO : 


I 


Que dejando el artículo trescientos 
veintinueve del decreto número dos- 
cientos setenta y tres, al prudente ar- 
bitrio del Tribunal la designación del 
término para constituir el depósito, el 
que se señale no tiene, por tal motivo, 


el carácter de perentorio, y en ese con- | 


cepto es aplicable al caso de que se 
trata, ya que los términos judiciales 
deben reputarse como otras tantas 
prescripciones, el artículo seiscientos 
ochenta y nueve del Código Civil que 
previene, cuando el último día de éstos 
sea feriado, que no se tenga por com- 


pleto, sino cumplido el primero que: 


siga si fuere útil. De consiguiente, 
dicho motivo no presta mérito para 
desechar el recurso, como lo solicitó 
don Javier Larraondo. 


II 


Que el artículo treinta y seis de la 
Constitución de la República garantiza 
la inviolabilidad, en juicio, de la defen- 
sa de la persona y derechos, y establece 


que ninguno podrá ser juzgado por: 


Tribunales especiales. La violación de 


esa ley, así como la de los artículos | 


trescientos ochenta y ocho y trescientos 
ochenta y nueve del Código de Proce- 


dimientos Civiles, que respectivamente | 


preceptúan, que los términos comien- 


zan á correr desde la última notifca- 


ción de la providencia y que no corren | 
por legítimo impedimento calificado ó | 


notorio sobrevenido al Juez ó á la par- 
te, se hace consistir en que tuvo por 
contestada en sentido negativo, la 


audiencia concedida 4 Bolaños Her- ' 


¡ dimientos Civiles dan lugar al recurso 


manos, de la reconvención de Larra- 
ondo, sin haber tenido tiempo de hacer 
uso de ella, pues aunque es efectivo 
que transcurríó más del término legal, 
seis días, lo es también que durante 
ellos, las actuaciones permanecieron: 
en la Sala 3* y en no haberse recibido 
á prueba el juicio, no obstante que 
así se solicitara. Pero si se atiende á. 
que dichas actuaciones fueron devuel- 
tas por la Sala 3* el trece de noviembre, * 
según consta de una razón de la Secre- ' 
taría, y la audiencia se dió por contes- 
tada hasta el veintiuno, esto es ocho 
días más tarde; á que no se pidió en 
su oportunidad la subsanación de la 
falta que se pretende haberse cometido; 
porque ni siquiera se interpuso recur- 
so apelatorio, y principalmente á que 
las omisiones alegadas no constituyen 
ninguna de las cinco causales que, 
eonforme al artículo mil ochocientos 
setenta y nueve del Código de Proce- 


de nulidad por quebrantamiento sus- 
tancial del procedimiento, se deduce 
que no existe la violación de las leyes 
de que se trata. 


dl 


(Que el inciso segundo del artículo 
dos mil ciento veintiséis del Código 
Civil, establece uno de los casos en 
que puede pedirse la cancelación total. 
de las inscripciones, sin excluir las 
demás en que, con arreglo á las leyes, 
debe practicarse; que reconociendo la 
Sala sentenciadora, como no podía 
menos que reconocerlo, que la cance- 
lación cuya nulidad se pretende, se 
apoya en el inciso primero del propio 
artículo y en el novecientos ocho del 
Código de Procedimientos Civiles, es 
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ra de duda que no está violado 
quel inciso. 


10 


Que el artículo dos mil ciento trein- 
ta y seis, en su fracción tercera, dis- 
pone que toda cancelación 
contener, entre otras circunstancias, 
la designación del Juez que la hubiere 


haya otorgado. Aunque se hubiese 
omitido dicha circunstancia, lo que no 
Nes exacto, porque á fojas veintitrés 
aparece lo contrario, infracción sería 
del Registrador de la Propiedad In- 
mueble y no de la Sala en el fallo re- 
“currido, no habiéndose violado, por 
“tal motivo, el inciso que se menciona. 


V 


Que lo practicado contra el tenor del 
“artículo cuatrocientos setenta y siete 
del Código de Procedimientos Civiles, 
que dispone no emplar en las actua- 
"ciones judiciales abreviaturas, y que 
las frases equivocadas no se rasparán, 


¿sino que se pondrá sobre ellas una 


A 
línea delgada que permita su lectura, 
salvándose al final los errores cometi- 


dos, constituiría en su caso, infracción 
del procedimiento; mas no las que 
b: 


extraordinario. Artículo mil ocho- 
cientos setenta y nueve del Código de 
Procedimientos citado. 

. VI 

s Que se alega la violación de los ar- 
tículos ciento ochenta y nueve, ciento 
noventa, inciso sexto, y ciento noven- 
y dos, parte primera, del decreto 
número doscientos setenta y trés, por- 
quedeclarado como fué porsentencia de 


AL era Es ALA 
IN AICA 1 Ai E id 


deberá | 


expedido ó del notario ante quien se 


prestan mérito para fundar el recurso 


| 
| 


este Tribunal, de diez y ocho de julio 
de mil ochocientos noventa y uno, que 
no había lugar á la roscisión del con- 
trato de compra-venta de “La Compa- 
ñía”, entre Larraondo y Aubareda, por 
haber éste pagado más del precio que 
se estipuló, el de mutuo de Bolaños 
Hermanos se llevó á términó bajo la 
garantía de tal sentencia ejecutoria, 
que produce cosa juzgada. Resuelto 
por este mismo Tribunal á diez de 
julio del año anterior, que era proce- 
dente por parte de Larraondo, la rei- 
vindicación de la expresada finca, y 
terminado así el juicio que corresponde, 
en que se opuso, discutió y - desechó la 
excepción aludida de cosa juzgada, es 
evidente que carecen de fundamento 
las alegaciones de Bolaños Hermanos, 
al respecto de estar violadas aquellas 
leyes, con tanto mayor motivo cuanto 
que el juicio entablado por Larraondo 
y sobre el que recayó la sentencia de 
diez y ocho de julio de mil ochocien- 


tos noventa y uno, versaba sobre una 


acción (rescisión), muy diversa de la 
que se ventiló en el juicio á que dió 
fin el fallo de diez de julio de mil 


ochocientos noventa y cinco, (reinvin- 


dicación); juicio que, á diferencia del 
otro, pudo seguirse tantas veces cuan- 
tas Aubareda faltara al pago de los 
plazos á que se refiere el instrumento 
público que autorizó el notario don 
Yanuario Arriola.—A lo dicho debe 
agregarse, que no es cierto como se 
asegura, con remarcada insistencia, 
que á la fecha del primero de los fa- 
llos indicados, diez y ocho de julio de 
mil ochocientos noventa y uno, Au- 
bareda hubiese pagado el precio de la 
finca, y mucho menos una suma ma- 


x 
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pronunciamiento, establece claramen- 
te, entre otras cosas, lo que sigue” 

que tampoco ha demostrado (Aubareda, 
de quien se viene hablando) que estén 


extinguidas totalmente sus responsabila- 
dades, por lo que hace al precio del ex- | 


presado inmueble; y en consecuencia, 
debe declararse infundada su reconven- 
ción en los dos puntos que contiene la 
devolución de diez y seis mil cuatrocien- 
tos setenta y nueve pesos, nueve centavos, 
y la cancelación de la hipoteca que ga- 
rantiza el pago del precio. Artículo 
603 del Código de Procedimientos Civiles, 
1,426 y 2126 del Código Civil; —Por 
tanto la Corte Suprema de Justicia de- 
clara....32 que Aubareda queda absuel- 
to de la demanda sobre rescisión del 
contrato de enajenación de la misma 
finca....—José Salazar.—F. Neri Pra- 
do.—José Farfán.—José E. Aparicio. 
—Rodolfo Gálvez.—F. Bustillo, Secre- 
tario.” 


VII 


Que los señores Bolaños Hermanos, 
apartándose del punto que se discute 
en el presente recurso [y además Ra- 
mírez Fernández Fontecha y AÁuba- 
reda, que se conformaron con el fallo 
de vista, que les fué adverso, sin intro- 
ducir ellos la casación] han insistido 
en que habiéndose declarado que no 
procedía la rescisión del contrato de 
venta de la finca, se hallaba ejecuto- 
riada la sentencia que así lo declaró, 
existiendo implicancia en que, con 
posterioridad, se hubiera ordenado por 
esta Corte Suprema la reirwindicación 
de dicho inmueble; sin fijarse en que, 
por lo mismo que subsistía el contrato 


, pues por el contrario, este Tribu- 
nal en el último “Considerando” de tal ' 


sim esa! debía ejecutarse, dá 1- 
dole cumplimiento y vigor en cuanto 
á la cláusula que establece la reivindi- 
cación de la propia finca sino se pagaba 
alguno de los plazos estipulados, como. 
en efecto sucedió, y lo tuvo en cuenta: 
este Tribunal en su fallo de diez de 
juliode milochocientos noventa ycinco. | 
Se ha respetado, pues, la cosa juzgada, y. 
cumplídose el contrato en los términos. 
indicados, hebiendo sido diversas las ' 
tres cuestiones que han venido venti-. 
lándose; esto es, rescisión de dicho con- | l 
trato, reivindicación de la finca y cance- 
io de inscripciones; motivo por el : 
que el Magistrado propietario Ma-- 
nuel Antonio Herrera, que subscribe - 
la presente sentencia, pudo muy bien 
conocer en los tres juicios, sin que por ' 
los demás, se le haya recusado en nin- * 
guno de ellos, derecho que han tenido : 
expedito las partes litigantes; | 

Por tanto: la Corte Suprema de 
Justicia de la República de Guatemala, - 
con vista de los alegatos presentados 
y en aplicación de los artículos mil - 
ochocientos setenta y siete, y mil ocho | 
cientos setenta y ocho, mil ochocientos 
setenta y uno y mil ochocientos ochenta 


y siete del Código de Procedimientos 
Civiles, desestima el recurso de que se 
hizo mérito, y condena á los señores - 
Bolaños Hermanos al pago de las cotas - 
del mismo recurso y á la pérdida de + 
la cantidad depositada, en favor de los * 
fondos de Justicia. 


Notifíquese y con certificación de- ' 
vuélvanse los autos. 


. y Ñ 

Awronro BATRES.—MIGUEL FLORES. 
—M. A. HERRERA.—M. J. ForonDA.— 
FRANCISCO ALARCÓN.'. po 


FeLIPE MARTÍNEZ, 
Secretario- 
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A 
Alegato del Lic. don Fernando Aragón D. 
Corte Suprema de Justicia: 


Bolaños Hermanos tenemos la hon- 
ra de reiterar nuestros respetos al Tri- 
-bunal Supremo, al venir hoy, en uso 
de nuestro derecho, á presentar el ale- 
'=gato en que constan las razones que. 
' tuvimos para introducir el recurso de 
casación que hace llegar, una vez más, 
al conocimiento de la Superioridad, el 
asunto relativo á la finca “La Compa- 
fía” que nos fué hipotecada por los 
doctores don Ramón A. Salazar y don 
' Antonio A. Ramírez F. Fontecha, 
quienes la compraron á don Antonio 
- Aubareda, como consecuencia de la 
sentencia de 18 de julio de 1891, en la 
que, no para un momento, ni para una 


*ró la Corte Suprema irrescindible el 
contrato de venta de dicha finca, cele- 
-brado entre don Antonio Aubareda y 
don Javier Larraondo y consignado en 


sola ocasión, sino para siempre, decla- 


la escritura, que, por sí sola exhibe al 


vendedor, y que autorizó el notario 
don Yanuario Arriola en 11 de julio de 
- 1894. 


- El mismo letrado que dirige al se- 
for Larraondo y que firmó como Ma- 
-gistrado ese fallo, no pudo menos que 
“reconocer, cuando alegó de palabra, 
“ante este mismo Tribunal, en 18 del 
páltimo mayo, que es cosa juzgada lo re- 
-suelto por la Corte Suprema, de que él 
formaba parte en 18 de julio de 1891; 


[re da o O con exceso de diez 


como lo resuelto es que, por haber | 


“señor Larraondo, 


rescisión del contrato, resulta que era 
entonces, que es hoy y que será siem- 
pre irrescindible, porque las sentencias 
ejecutorias no pueden dejar de ser ni 
de subsistir jamás. 

El referido letrado, director hoy del 
señor Larraondo y Magistrado que en 
1891 declaró irrescindible el citado con- 
trato, en su ya dicho alegato de pala- 
bra dijo que su patrocinado nada nos 
debe; pero es que no le conviene ver 
que la acción que tenemos entablada 
es una acción real, en virtud de hipote- 
ca constituida en nuestro favor sobre 
la finca “La Compañía” y no una ac- 
ción personal que dirijamos contra el 
á quien pagó ya el 
señor Aubareda treinta y seis mil cua- 
trocientos sesenta y nueve pesos y nue- 
ve centavos, en vez de los veinte mil en 
que le compró dicha finca según la 
escritura ya dicha, que pasó ante el 
notario señor Arriola. 

El mismo letrado que en 1891 decla- 
ró irrescindible dicho contrato, dijo en 
su repetido alegato, de palabra, que él 
defiende la propiedad del señor La- 
rraondo, cuando lo que hay de cierto 
es que nosotros no estamos haciendo 
más que cobrar una deuda que se nos 
ofreció pagar con frutos de “La Com- 
pañía;” y crea el licenciado que cuan- 
do la finca nos pague todo lo que ya 
nos debe, nada tendremos que hacer 
con su defendido, ya que, como con or- 
gullo lo decimos, somos los primeros 
en respetar lo ajeno y en apreciar lo 
que vale la propiedad legítimamente 
adquirida y engrandecida en-fuerza de 
noble trabajo. Lástima que el direc- 
tor de hoy no haya defendido en 1891 
lo que él llama propiedad de su cliente! 
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Pasamos ahora á demostrar porqué 
se violaron las leyes que especificamos 
al introducir de nuevo el recurso en 3 
del presente julio. 


ES 
* ox 


| 
Comenzamos por el artículo 36 de la 


Ley Constitutiva, que garantiza la de- 
fensa en juicio de los derechos de toda 
persona. 

Cuando han nacido, como en el caso 
en que estamos en relación á la finca 
“La Compañía,” de una sentencia eje- 
cutoria,cual lo es la de casación de 18 
de julio de 1891, al no cumplirse aqué- 
lla, se ven violados y atropellados sa- 


grados derechos que garantiza nuestra” 


Carta Constitutiva para defender en 


juicio la propiedad legítimamente ad- 


quirida. 
El Tribunal Supremo declaró irres- 
cindible el contrato de compra-venta 


de dicho inmueble, que habían celebra- | 


do Larraondo y Aubareda; y como lo 
declaró así, entre otras razones, porque 


éste había pagado con exceso á aquél | 


el precio convenido de veinte mil pesos, 


claro es que esa declaratoria no la hizo | 
la Corte para un día, ni para una sola | 


ocasión, 
pre. 


sino para siempre y por siem- 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 


Luego entonces Aubareda pudo muy. 


bien vender la finca, fiado en esa sen- 


tencia: que es irrevocable; y nosotros | 


pudimos muy bien aceptar su hipoteca 
como garantía de dinero que dimos 
sobre ella. 


Y nada significa contra esa 


sentencia, de efectos eternos, permíta- | 


senos la palabra, 
demanda de 
registro no la puede alterar, modificar 
ni derogar, ni hacer desaparecer, aun- 


el registro de la 


Larraondo, porque ese: 


que se destruyan los papeles en que, 
está escrita. 


Por consiguiente, al no ropa 
los efectos de la tan citada sentencia 
de 13 de julio de 1891, se ha violado el - 
artículo 36 de la Ley Constical al que 


reconoce la garantía de la defensa de 
los derechos de toda persona. ; 


Pero también, en el procedimiento | 
se violó, bajo otro aspecto, el mismo 
artículo 36 de la Ley Constitutiva, al 
violarse á la vez los 388 y 389, CG. C, P. / 

El 11 de octubre de 1895 (folio 44 * 
de la pieza respectiva) se nos corrió 
traslado de la contrademanda de La- 
rraondo en el juicio promovido sobre 
nulidad de la cancelación que hizo el 
Registrador de la Propiedad, de la ins- 
eripción de “La Compañía,” en noc 
de los doctores Salazar y Ramírez 
Fontecha; y aunque el término para 
evacuarlo debió haber comenzado á 
correr el 14 del mismo octubre, fecha ' 
NE la áltima notificación, no pudo ser ' 

, POPQUe dos días antes, es decir el 
12, mandó la Sala tener á la vista, con 
motivo de apelación pendiente, el jui- 
cio de que venimos hablando y del cual - 
dió cuenta el e aaD como era de su 
deber. b 

Quiere decir pues que con tal motivo, 
se suspendió el término para que con- 
testáramos la reconvención del señor 
Larraondo—artículo 389, C. U. P.; y * 
como no se nos hizo saber cuando el + 
juicio volvió y quedó en estado en el 
Juzgado, es claro que no pudo conti- +: 
nuar corriendo dicho término—artícu- : 
lo 388 C. C. P. Por consiguiente, ala 
declarársenos por renunciada la audien- * 
cia, se quebrantó el procedimiento y 


tiene que ser nulo todo lo actuado des- 
de entonces. / 
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Nosotros, buscando enmienda para 
an grave irregularidad, pedimos la 
“recepción del juicio á prueba, ya que 
cuando se declara por contestada 
negativamente una demanda, se consi- 
—deran opuestas á ella todas las excep- 
ciones admisibles en derecho; y cuando 


- da agregar á sus antecedentes el escrito 
- en que lo hicimos, para acabar el Juez 


nos hizo saber aquella agregación. Y 
aquí es muy digno no pasar por alto 
que el cinco del mismo diciembre, vol- 
- vió al despacho el Juez propietario, 
después de haber gozado de licencia: 
- que el siete insistimos en la recepción 


- 4 prueba; que el diez se hizo la última 
notificación de lo proveído á esa ins- 
tancia; y que el mismo diez se fechó el | 


 fallo,que no fué escrito á continuación 
dela última diligencia practicada en 
el juicio, como se ve todos los días, 
sino en papel aparte (folio 51) y dejan- 


do en blanco toda la segunda cara de 


la hoja 50!! 

Cuándo pues tuvimos ocasión de pe- 
dir al Juez que subsanara esa falta? 
- Qué tiempo nos dejó para hacerlo? 
Acaso no aparece dictado su fallo el 
mismo día en que se nos notificó el 
- decreto recaído á nuestro escrito insis- 
tiendo en la recepción á prueba? La 
- última notificación de ese decreto, que 
por cierto fué la nuestra, se nos hizo á 
las once del día diez del citado diciem- 
bre; y como la recibimos en nuestra 


pués de esa hora que el Receptor dió 
cuenta al Secretario y éste á su vez al 
Juez. Calculemos que éste haya reci- 


nsistimos en nuestra petición, se man- | 


por dictar su sentencia el mismo día 
- diez de diciembre, en que á las once se | 


casa, es muy claro que fué mucho des- 


bido el despacho á las doce de ese día, 
en lo cual creemos no apartarnos de lo 
cierto, y resulta que á la hora de cerrar 
el Juzgado, de tres á cuatro, no es po- 
sible que haya podido leer tolo lo ae- 
tuado, ni mucho menos escribir la 
sentencia que, como dijimos, no apa- 
rece á continuación de la última dili- 
gencia, sino en hoja aparte y dejando 
en blanco la mitad de la anterior. 

Cuándo pues, volvemos á preguntar, 
pudimos pedir la subsanación de la fal- 
ta del Juez que nos declaró renunciada 
audiencia cuyo término no nos pudo 
correr materialmente? 

Cuál sería la oportunidad que tuvi- 
mos cuando se ve muy claro que ya el 
Juez tenía hasta escrita su sentencia y 
no quiso perder tiempo en dárnosla á 
saber? 

Con tal violencia se nos privó del 
legítimo derecho de defendernos y. de 
sostener en juicio todo el que nos asis- 
te para pedir justicia y mucha justicia: 
ni en segunda Instancia ni mucho me- 
nos en casación se pueden discutir los 
puntos sujetos á juicio como en la pri- 
mera; y si en ésta se nos cierra la 
puerta para hacer uso de nuestro legí- 
timo derecho de defensa, es indudable 
que con ello se violó el artículo 36 de 
la Ley Constitutiva, y por lo mismo es 
nulo todo lo actuado desde el folio 46 
de la pieza respectiva. 

Para que se vea que no se nos noti- 
ficó cuando volvió el juicio y quedó en 
estado de que contestáramos la contra- 
demanda del señor Larraondo, rogamos 
á la Superioridad se sirva fijarse en 
que no se nos hizo saber el “Ejecútese” 
proveído á la vuelta del folio 27 de lu 
pieza B. Incidente........ 
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Es decir pues, no nos pudo seguir 
corriendo el término para contestar la 
contrademanda del señor Larraondo, 
porque, sabido se está, que los térmi- 
nos corren desde la última notificación 


—artículo 388 C. C. P.; y es por consi- | 


guiente nulo todo lo actuado desde que 
se nos privó del derecho de defender- 
nos en el juicio con la declaratoria de 
tener por contestada negativamente la 
demanda. 


* 
E * 


La violación del inciso 22 del artícu- | 


lo 2,126 €. C, está manifiesta en el jul- 
cio que hoy entra á la vista, y el mismo 
juicio es su mejor comprobación. 

“Podrá pedirse que se cancele total- 
mente una inscripción,” dice aquella 
ley, “cuando se declare la nulidad del 
título en cuya virtud se hizo;” y como 
hasta en la sentencia recurrida se vino 
á resolver esa nulidad—que por cierto 
es improcedente, según lo dijimos ya— 
es indudable de que, habiendo sucedido 
con el procedimiento usado, que antes 
fué el alumbramiento que la concep- 
ción, hubo infracción de dicha ley. 

El Registrador, sin que precediera 
declaratoria de nulidad del título, 
canceló la inscripción de la finca “La 
Compañía” hecha en favor de los doc- 
tores Salazar y Ramírez Fontecha; 
luego, procedió contra lo que manda el 
inciso 2? artículo 2,126 C. C., y los jue- 
ces que no enmiendan tal procedimien- 
to, también proceden contra esa dispo- 
sición y como consecuencia, resulta 
violada en el fallo recurrido. 

En cuanto á la violación del inciso 
3” del artículo 2,136, es tan manifiesta 
como la del 2? del 2,126, puesto que 
exigiendo designación de Juez que hu- 


biere expedido el documento de cance- 


da por ninguno cuando lo hizo. 


+ 


Hasta hoy no hay sentencia ejecuto- 


ria—y la justicia nos dice que no la 
habrá—que mande hacer la cancela- 


ción: porconsiguiente, la que hoy exis- 


te es nula y al no declararlo así la Sala 
sentenciadora infringió los artículos 
2126 inciso 2? y 2,136 inciso 32 C. O. 


La Corte Suprema, va á declarar la ' 


nulidad del fallo recurrido por viola- 
ción de los artículos citados 189 y 190, 
fracción 6* y 192, 1? parte del decreto 
273 y del 36 de la Ley Constitutiva; y 
como consecuencia tiene que ser nula 
la cancelación por no haberse observado 
en ella todos los requisitos que mandan 
los 2,126 y 2,136, C.C. 

Si—contra lo que es justo—no se ca- 
sara el fallo recurrido, será hasta ahora 
que se podrá proceder á cancelar la 
inscripción, y mientras no se haga con- 
forme á derecho, es nula á pesar de 
cuanto se quiera sostener, porque, por 
encima de todo, está la ley cuyo cum- 
plimiento no han de ser los señores 
Magistrados los primeros en eludir. 

* 
* ok 

Toca ahora ocuparnos de los artícu- 
los 189, 190, fracción 6? y 192, 1? parte 
del decreto 273, porque así la Sala como 
el Juez que sentenciaron el asunto “La 
Compañía” en 2? y en 1* Instancia res- 
pectivamente, los quebrantaron, olvi- 
dándose á la vez de lo que establece el 
artículo 253, C. P. 

Si el 18 de julio de 1891 la Corte 
Suprema, á que tenemos la honra de 
dirigirnos, y uvo de cuyos vocales era 


y 
lación, el Registrador la hizo sin que 
la hubiera, como que no estaba manda- 


3 


me, 
) 


) 
%. 


de 
A 


Y 
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| cel actual abogado del señor Larraondo, 
dijo: que si bien Aubareda había pro- 
bado de un modo pleno que, en virtud 


le había pagado treinta y seis mil cua- 
A trocientos sesenta y nueve pesos, nue- 
ve centavos, no había establecido su 
derecho para exigir la devolución del 
exceso de veinte mil ó sean diez y seis 
. mil cuatrocientos sesenta y nueve pe- 
' sos y nueve centavos; no estableció en | 
' esa conclusión una verdad jurídica, 
' que como es sabido hace de lo blanco 
' negro? Sicomo está de acuerdo con la 
realidad de las cosas, esa que hoy es y 
por siempre tendrá queser una verdad 
jurídica, no lo estuviera y hubiera es- 
tablecido un error, cualquiera que fue- 

| Ya ese error, habría convertido en 
blanco lo negro y contra su mandato 
nada podría hacerse. 


Que está de acuerdo con la realidad 
- de las cosas lo demuestran de un modo 
pleno los antecedentes respectivos. 
Don Antonio Aubareda compró á los 
- Larraondo en veinte mil pesos la finca 
- “La Compañía” y habiendo pagado un 
total de treinta y seis mil cuatrocientos 
sesenta y nueve pesos nueve centavos, 
según con datos ciertos y evidentes lo | 
estableció la Corte Suprema el 18 de | 
julio de 1891; noes una verdad arit- 
mética que quien debe veinte y paga | 
treinta y seis, es acreedor por la dife- 
rencia? Y cuando esa verdad aritmé- 
- tica está corroborada por una verdad 
' jurídica, no se cae de su peso que cons- 
 tituye un hecho que hace de lo blanco | 


prudencia práctica, que hoy por su na- 
turaleza, tiene fuerza de ley, y en tanto 
que ésta puede ser alterada, reformada 
y aun derogada por el legislador, las 
sentencias que han causado ejecutoria, 
tienen que surtir sus efectos por siem- 
pre y para siempre. 

Declarado pues por la Corte Supre- 
ma en su sentencia de 18 de julio de 
1891, que Aubareda pagó, con exceso 
de diez y seis mil y pico de pesos, los 
veinte que debía por el precio de la 
finca “La Compañía” y que él no esta- 
bleció su derecho para exigir la devo- 
lución de ese exceso, quedó acreditado 
como verdad indiscutible que Aubare- 
da pagó ese precio de veinte mil 
pesos, que era el convenido en la escri- 
tura que autorizó el notario don Ya- 
nuario Arriola en esta ciudad, á 11 de 
julio de 1894; y declarado perdido su 
dere«cho para exigir los largos diez y 
seis mil pesos que entregó demás 

El pago de los veinte mil pesos es 
tan cierto como la luz del día; y si no 
lo fuera, la sentencia de la Corte Su- 
prema lo hubiera establecido como una 
verdad que no se puede volver á dis- 
cutir, Res judicata pro veritate habetur, 
como no puede serlo el exceso de los 
diez y seis mil cuatrocientos sesenta y 
nueve pesos y nueve centavos, que 
para siempre perdió Aubareda, por 
mucho que es cierto que los pagó de- 
más. 

¡Tal es la fuerza de las sentencias 
ejecutorias! De ellas nacen derechos 
y obligaciones, y constituyen origen y 
fundamento de tratos y contratos, co- 
mo que son en el campo de las especu- 
laciones, una base «dle negocios perfec- 
tamente enlazados entre sí y en que se 


EN 


la finca “La Compañía,” 
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invierten capitales con la seguridad de 
que lo que dijo una sentencia ejecuto- 
ria es una verdad en que todos debe- 
mos confiar, como se confía en que dos 
y dos son cuatro, 

Con tales precedentes, señores Ma- 
gistrados, y con la confianza de que 
la sentencia de la Corte Suprema, 
pronunciada el 18 de julio de 1891, 
era ya una verdad jurídica, no vacila- 
mos en entrar en negocio con los su- 
cesores de Aubareda, proporcionándo- 
les fondos que hoy, con escándalo de 
toda la sociedad, se pretende que los 
perdamos, como sino hubiera sido 
esa misma sentencia la base principal 
de nuestra confianza; esa misma sen- 
tencia que subscribió coro vocal de la 
Corte el letrado que dirige á Larraon- 
do; esa misma sentencia que confirmó 


la que la Sala de Apelaciones, presidi- | 


da por el señor Herrera, hoy Magis- 


trado de la Corte Suprema, pronun- | 


ció en Y de marzo de 1891, aceptando 
el hecho cierto y evidente de que Au- 
bareda había pagado á Larraondo, por 
diez y seis 
mil cuatrocientos sesenta y nueve pe- 
sos y nueve centavos de más sobre los 
veinte mil en que la compró. 

No es posible que los Tribunales, 
llamados á mantener en la sociedad 
la fe de sus actos, sean los primeros 
en convertirse en seria amenaza para 


la seriedad de los contratos y de los | 


negocios que á diario se hacen escu- 
dados en que hay un poder que da y 
mantiene á cada uno lo que es suyo. 
Bajo tal concepto es que no puede 
menos, que convenirse en que, tanto 
el Juez 2? de 1* Instancia como la 
Sala 1? de Apelaciones, al pronunciar 


justicia con serena rectitud, va á cono- 


sus sentencias de 10 de diciembre de 
1895 y de 14 de abril anterior, viola-: 
ron las terminantes disposiciones con- 
signadas en los artículos 189, 190, frac: 

ción 6! y 192, 1* parte del decreto 273; 
porque violar esas leyes es pasar sobre 
la sentencia ejecutoria de 18 de julio 
de 1891 y pasar sobre esa sentencia es 
no aceptar que, en virtud de ella, Au- 1 
bareda era perfecto dueño de la finca y 
“La Compañía” cuando la vendió á 
los doctores Salazar y Ramírez Fonte- 
cha, ya que la Corte Suprema así lo 
estableció al declarar sin lugar la res- : 
cisión pedida por Larraondo, fandán- 
dose en que Anubareda había pagado 
su precio con un exceso que pasa de | 
diez y seis mil pesos. Si entonces se - 
dijo que perdiera tales diez y seis mil 
y pico de pesos, no obstante que acre- 
ditó haberlos pagado demás; cómo se | 
viene ahora á decir que también pierda 
los veinte mil del contrato que de una 
manera plena probó haber, pagado, se- 
gún lo declaró la sentencia de casa- 
ción de 18 de julio de 1891; y cómo se 
quiere sobre todo coronar esas irregu- 
laridades y hasta inconsecuencias arit- 
méticas con arrebatarnos nuestro di- 
nero, lo que tanto nos cuesta, lo que 
hemos logrado en fuerza de tanto tra- 
bajo y de tanta dedicación ? | 


La Corte Suprema, que sabe hacer 


cer del asunto y como consecuencia de 
lo que ya dijo el 18 de julio de 1891, 
como una garantía para la vida de los 
negocios y como una seguridad de la 
fe que deben inspirar las sentencias eje- 
cutorias qne pronuncian los Tribuna- 
les; al aceptar el recurso de casación por 
quebrantamiento de los artículos 189, 
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3 
190, fracción 6* y 192, 1* parte, decre- 
to número 273, no nos cabe duda de 
que casará y anulará la sentencia re- 
eurrida y declarará, como lo es, ante 
la ley, ante la conciencia y ante sen- 
ncia ejecutoria, que es válida la hi- 
oteca, debidamente registrada, cons- 
tuida en nuestro favor sobre la finca 
La Compañía” por más que ésta 
cambie de dueño. 


Y 
ES 


La infracción del artículo 477 C. C. 
Ep. está tan manifiesta, que no se nece- 
sita de ningún esfuerzo para conven- 
- Cerse de ela “En la práctica de las 
diligencias, en las..... sentencias, no 
se... rasparán las frases oa 
“sobre las que se pondrá una línea del- 
- gada que permita la lectura, salvándo- 
se al fin con toda precisión el error 
cometido,” dice el artículo citado; y 
como tal disposición es una verdadera 
- prohibición, como “los actos ejecuta- 
dos contra el tenor de las leyes prohi- 
“bitivas, son nulos”—artículo 9 C. C., 
excepto los casos en que las mismas 
leyes acuerdan su validez; resulta que 
la infracción del artículo 477, C. C. P. 
“anula la sentencia de la Sala 1% de 
Apelaciones. . 

Esa infracción consiste en que, en 
“la sentencia, sobre una raspadura se 
“escribió la palabra catorce, sin haberse 
vación, como lo quiere la ley, una vez 
que no se hizo constar la que desapa- 
reció para hacer figurar el catorce; 
lendo muy curioso además que la 
ecretaría, como lo manifestó, en vir- 
de lo que pidieron los doctores 
zar y Ramírez F. Fontecha, no se 


¿podido hacer al final la respectiva sal-' 


acuerde de qué fué lo que borró para 
escribir ese catorce. 

Y aquí cabe consignar que, á la ver- 
dad, no nos explicamos lo que ha pa- 
sado con las fechas de las sentencias 
en el juicio que hoy entra á la vista 
de la Corte Suprema. La de primera 
Instancia se dictó el once de diciembre, 
día en que quedó el asunto á la vista, 
por haberse hecho la última notifica- 
ción ese mismo día á las once;y la 
segunda aparece fechada el catorce 
«sobre una raspadura) de abril, día en 
que también se hizo la última notifi- 
cación á las once y en que por lo mis- 
mo quedó el juicio á la vista. Ah! 
qué buena sería la justicia si todos los 
asuntos de reos presos, marcharan así; 
si todas las Secretarías de Salas se 
prestaran á certificar, aun trabajando 
fuera de oficina, las resoluciones de 
los que por cualquier motivo tengan 
que salir en libertad á consecuencia 
de ellas! 

Pero fijándonos en la infracción tan 
manifiesta del artículo 477, C. C. P., 
no podemos menos que esperar sea 
motivo para anular la sentencia recu- 
rrida—artículo 9 C. C., ya que no hay 
ley que pueda acordar su validez por 


ningún motiyo. 


Xx 
ES 


Vamos ahora á referirnos, aunque 
sea ligeramente, al alegato escrito que 
el señor Larraondo presentó, en la 
vista anterior, ante esta misma Supe- 
rioridad, y en el cual alegato el aboga- 
do de aquél, que fuéu no de los Magis- 
trados que establecieron en sentencia 
de 18 de julio de 1891, que Aubareda 
había pagado la “suma de $16,469.09 
de exceso sobre... Los $20, 000 en -que 
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compró la Compañía, nada dice para 
explicar porqué fué que después se es- 
meró en querer establecer que, habién- 
dose pagado aquellos $36,469.09, falta- 
ban dos 'partes para completar los 
$20,000! 

Se afirma en el alegato á que nos 
referimos que nadie nos ha privado de 
la defensa de nuestras personas é inte- 
reses; pero es que el letrado ex-Magis- 
trado no quiere reconocer que, no 
corrió el término para que contestára- 
mos su contrademanda, una vez que 
no se nos hizo saber cuándo quedó en 
estado, después de que el juicio volvió 
de la Sala, á donde había ido en virtud 
de providencia que, certificada por la 
Secretaría de la Superioridad á que 
tenemos la honra de dirigirnos, acom- 
pañamos á este alegato; y que por lo 
mismo, al declarársenos por contestada 
negativamente esa audiencia y cerrar- 
nos la puerta con fallo preparado de 
antemano, y notificado cuando hacía- 
mos gestiones para que el juicio se 
abriera á prueba, se nos ha privado de 
la defensa que garantiza el artículo 36 
de la Ley Constitutiva. 

Se afirma también en el citado ale- 
gato que sólo en loscasos previstos en 


el artículo 1869 C. C. P. procede el re- | 


curso de casación por quebrantamien- 
to de procedimiento; pero es que el 
letrado ex-Magistrado se olvida de que 
pudiéndose quebrantar de mil modos 


el procedimiento, sería ilusorio el re- | 


curso si estuviere tan limitado como él 
quiere ahora. Si por ejemplo, un 


Juez ejerce jurisdicción sin darse á. 
conocer en asunto comenzado por otro | 
y en apelación no se hace caso de se- | 


mejante quebrantamiento, no podrá 


do aquello que sea opuesto á su cum- 


en casación anularse lo actuado, á pe- 4 
sar de que no es caso comprendido en 4 
el artículo 1869 C. C. P.? A 

Si sin recibirse á prueba se falla un - 
juicio que se refiere á hechos que de- 
ben comprobarse; no será motivo de 
casación ese quebrantamiento, que no 
está comprendido en el artículo 1869 
OAONES 

Y así pudiéramos seguir mencionan- 
do hasta mil casos para recordar al ex- 
Magistrado que no sólo se quebranta 
el procedimiento en lo que especifica 
el citado artículo 1869; y que no sólo 
entonces procede el recurso de casa- 
ción, como lo puede ver si se toma el 
trabajo de leer el periódico de los Pri- 
bunales, especialmente del tiempo en 
que él formó parte de ellos y allá 
cuando en el último tercio de nuestro 
siglo se habló de leyes viejas de la 
madre Patria! 

Hemos dicho ya y lo volvemos á de- 
cir; si entramos en tratos con los due- 
ños de la Compañía sucesores de Auba- 
reda, fué en virtud de la sentencia de 
casación de 18 de julio de 1891, que 
por su naturaleza de ejecutoria está 
por encima de toda anotación y de to- 


plimiento, según lo sanciona el artícu- 
lo 253 C. P.; y es muy demás que el 
repetido ex-Magistrado se nos venga 
con el artículo 2123 C. C., cuando" lo 
que nosotros hicimos fué poner en 
práctica lo que él firmó en 1891, por 
que así tenía que ser según el artículo 
189, decreto 278. 


La cita que hace del artículo 908 G. 
C. P. es muy buena; sólo sí que él no 
se acordó, puesto que lo sabe, de que 
ese artículo encierra un mandato, cu- 
| 


4 
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de los que, según lo dejamos demos- 
trado, quebrantó el Registrador res- 
pectivamente sus incisos 22 y 8? 

Y aquí cabe que nos refiramos al 
escrito queen 20 de junioanterior pre- 
¡sentamos á la Sala 1*, folio 52 de la 
pieza de 2? Instancia y que pedimos á 
la Superioridad se sirva tenerlo en 
“cuenta al ocuparse de este alegato. 

+ S E 

Antes de concluir, permítasenos re- 
ferirnos al último escrito de Larraondo, 
¿quien una vez manifiesta temor de que 
la Superioridad haga en el asunto que 
entra hoy á la vista, toda la justicia 
que nos asiste. 

Pretende él que por haberse hecho 
la última notificación de la providen- 
cia en que se manda hacer el depósito 
“dentro de tercero día, el jueves 9 de 
¿julio y habiéndose efectuado aquél el 
lunes 13, se deseche el recurso. 

Con la ley en la mano vamos á com- 
batir esa pretensión tan extraña, en 
¿quien ha sido Juez y Magistrado. 
“Los términos corren desde el día en 
¿que se hace la última notificación” ar- 


eluye el día en que expiran” artícu- 
“lo 391 id. “Son días hábiles todos los 


Y que lo hecho fué correcto, lo po- 
demos demostrar con preceptos del 
Código Mercantil relativos al contrato 
de cambio y que establecen que las 
letras no pueden ser presentadas en 
día festivo; y que su protesto, por falta 
de aceptación, debe hacerse el día si- 
guiente á la presentación 6 al que le 
siga inmediatamente si aquél fuere 
festivo; y por falta de pago al siguien- 
te día al de su vencimiento y cobro; 
entendiéndose que si ése fuere de fies- 
ta debe efectuarse en el primero hábil. 


Así pues, lo que deba hacerse en un 
tercero día, que resulte domingo, que- 
da perfectamente hecho 4 primera hora 
del inmediato siguiente, porque en 
aquél no se puede hacer nada en lo 
civil; y por lo mismo debe desecharse 
la última pretensión del señor Larraon- 
do, á menos que, contra lo que espera- 
mos de la rectitud de los señores Ma- 
gistrados, se quiera encontrar un pre- 
texto, aunque torcido, para no hacernos 
justicia y para que nosotros contra 
toda razón, perdamos el dinero que 
dimos creyendo, como lo creemos, que 
la sentencia de 18 de julio de 1891, 
causó ejecutoria. 


* 
+ ES 


Antes de llegar al fin de este alegato 
permítasenos una reflexión que no la 
creemos fuera de propósito. 


Los Larraondo vendieron en $20,000 
á Aubareda la finca “La Compañía” 
para pagarlos en los términos de la 
escritura otorgada ante el notario 
don Yanuario Arriola y si, apesar de 
haber pagado Aubareda los $36,964.09 
centavos, más lo que manda el pri- 
mer punto de la sentencia de casa- 
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ción de 18 de julio de 1891, se viene 
ahora á decir que todavía falta algo 
para el completo del precio que según 
la escritura, fué de $20,000, resulta 


entonces que el precio fué otro y que a 
la misma escritura falta á la verdad | 
en ese punto tan sustancial, y entonces | 


es el caso de hacer una nueva, para que 
conste la venta hecha por los Larra- 
ondo á Aubareda por la suma que 
resulte haber pagado este último según 
las constancias de los juicios. 


No creemos que las cosas lleguen á 


ese extremo, porque no es posible que 


se quiera alterar el resultado de hechos 
consumados en virtud de una senten- 
cia que causó cosa juzgada. 


E 
* ok 


Tenemos plena confianza en la jus- 
ticia de nuestra causa y en la rectitud 
de los señores Magistrados que com- 
ponen el alto Tribunal, á que tenemos 
la honra de dirigirnos: con ánimo se- 


reno van á estudiar el ya célebre ne- | 


gocio de “La Compañía,” y con la ley 
en la mano á salvar el grave conflicto 
que se ha querido crear con pasar sobre 
la ejecutoria de 18 de julio de 1891: 
con la autoridad que tienen, con la 
conciencia del deber, van á hacer res- 
petar ese fallo pronunciado por la 


misma Corte Suprema de Justicia, que 


es y tiene que ser una, por mucho que 
cambie su personal: con' la tranquili- 


dad del Juez que imparte justicia y da | 


á cada uno lo que es suyo, van á ha- 
cernos toda la justicia que tenemos y 
á sostener y mantener la tan citada 
sentencia de 18 de julio de 1891, base 
de los contratos que, en 


la finca “La Compañía” se vinieron 


relación con | 


sucediendo después de que 1 Corte 
Suprema declaró sin lugar la rescisión Ñ 


había a con exceso, que: 
los veinte mil pesos, en que ci 
ron la venta de “La Compañía.” 


Nosotros, gue sabemos lo que 
el trabajo y lo que aprecia su results 
el hombre que de él vive y en él viv 
así como no queremos perder los frutos 
que de él alcanzamos, tampoco quere- 
mos que otro pierda lo suyo; y al co- 
brar lo que es nuestro, lo que ninguno 
puede dudar que desembolsamós, no * 
pedimos que se quite nada á los demás, 
ya que para devolvérsenos lo nuestro, | 
á nadie se perjudica, ni se le arrebata 
lo suyo. | 


La justicia es vuestra norma; la “ 
razón vuestro consejero, y el dpciON 
ajeno vuestro guía. Ah! si así no | 
fuera, qué sería de la sociedad, qué de 
la firmeza de los negocios, qué de la 
seguridad de nuestras vidas y de nues- 
tros intereses? Y 

Mas nó, por fortuna, la Corte Su- | 
prema de Guatemala sabe inspirarse 
en la ley y la sabe aplicar como lo 
demandan la justicia, la razón y el 
derecho ajeno; y al concluir nuestro : 
alegato reproduciendo el que presen- 
tamos en segunda Instancia, quedamos 
con la firme convicción de que la Cor- ' 
te Suprema, al declarar procedente el ; 
recurso extraordinario que introdu-- 
jimos, casará y anulará la sentencia ' 
recurrida, en los términos que dejamos 
consignados en este mismo alegato y: 
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- Guatemala, 22 de j0d6 de 1896. 
| OS sde y. 
' FerwanDo Aracón D. 
BoLaños. H. 


Otro sí, respetuosamente pedimos á 
“la Superioridad que, en el acto de la 
“vista use de la palabra para defender 
nuestros derechos y alegar en esa for- 


ma, nuestro abogado el Licenciado don 
Fernando Aragón D. 


“ip 


lulio de 1896. 
BoLaÑos H. 


Guatemala, 22 de 


Alegato del Lic. don Felipe N. Prado. 


- Corte Suprema de Justicia: 


j En, auto de veinte y siete de junio 
próximo anterior, la Sala 1* de la Cor- 
te de Apelaciones declaró sin lugar la 
= solicitud de los señores Bolaños her- 
manos, contraída á que se aclarara y 
ampliara la sentencia de catorce de 
abril último, en la que el expresado Tri- 
-bunal, al confirmar el fallo del señor 

Juez go de este departamento, de diez 
-de diciembre del año próximo pasado, 
me absolvió de la demanda sobre nu- 
lidad de la cancelación de la inscrip- 
“ción de “La Compañía”, á nombre de 
los señores Doctores Ramón” A. Sala- 
zar y Antonio Ramírez Fontecha, re- 
-—solvió la nulidad de la enajenación de 
dicho inmueble y de la hipoteca cons- 


tituída sobre él, en favor de los expre- 
dos señores Bolaños. 


Cumplimentada así la resolución del 
"veintidós de mayo úitimo, dictada por 


el Supremo Tribunal, á quien respe- 
tuoso me dirijo, los señores Bolaños 
han ocurrido por segunda vez promo- 
viendo el recurso extraordinario de ca- 
sación, y al iniciarlo, solicitan que se 
tenga como complemento de ese escri- 
to el alegato que produjeron el día de 
la anterior vista y acompañan impreso. 

Con la lección que anteriormente re- 
cibieron, citan ya los recurrentes las 
leyes que suponen violadas; pero, an- 
tes de examinarlas creo procedente re- 
cordar las bases del contrato de enaje- 
nación de “La Compañía”, que han si- 
do tergiversadas y alteradas por la 
parte recurrente. 


Según escritura pública otorgada en 
esta Capital en once de julio de mil 
ochocientos ochenta y cuatro, mi her- 
mano don Ismael y yo vendimos á 
don Antonio Aubareda la finca “La 
Compañía”; debiendo este señor pagar 
parte del precio, seis mil pesos en efec- 
tivo, y la otra parte en panela en cin- 
co plazos, de un año cada uno, bajo la 
condición de que, si faltaba al pago de 
cualquiera de ellos, salvo por fuerza 
mayor Ú caso fortuito, los vendedores 
podríamos reivindicar la finca, per- 
diendo el comprador las cantidades pa- 
gadas y sin tener derecho á ningún re- 
clamo. Como la mayor parte del pre- 
cio hasta completar el prefijado, debía 
pagarse en panela, el contrato fué de 
permuta, con arreglo á lo dispuesto en 
el artículo 1,496 del Código Civil. 

Aunque Aubareda verificó los pagos 
correspondientes á los tres primeros 
plazos, tuve necesidad de demandarlo, 
¿por no ser la panela que entregó de la 
calidad convenida, y como pendiente 
aún ese juicio se venció el cuarto pla- 
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ZO sin que pagara ni una sola carga, 
promoví la otra demanda. 


1 
| 


Ambos litigios fueron acumulados 


y fenecidos en sentencia de casación 
fecha diez y seis de julio de mil ocho- 


cientos noventa y uno, en que se con- | 
denó al demandado al pago del valor: 


de la diferencia del precio en la cali. 
dad y peso de la panela entregada, y 
por la acumulación de diversas accio- 
nes, fué absuelto de la reivindicación 
del inmueble. 

Tal sentencia produjo en todas sus 
partes sus efectos consiguientes: no pu- 
de recobrar la finca y Aubareda fué 
obligado al pago del valor de dicha di- 
ferencia. Si sólo ese fallo existiera, 
tendría razón la parte recurrente; pero 
desgraciadamente, por lo que á ella 
respecta, no sucedió así. 

El veinte y cinco de octubre del año 
de noventa y tres, inicié el tercer jui- 
cio de reivindicación, fundado en que 
el comprador Aubareda, tampoco ha- 


bía cubierto el quinto plazo, y en que: 
bastaba la falta de cumplimiento de 


cualquiera de ellos para recobrar la 
finca. Cláusula esencial era ésta del 
contrato, por lo que fué inscrita en el 
Registro. 
tar perjuicio de tercero, solicité y ob- 


tuve la anotación de la demanda, co- | 


mo se ve en el comprobante marcado 
con el número 1? 
bareda vendió el treinta y uno de agos- 
to de noventa y cuatro “La Compa- 


ñía” á los Doctores Ramón A. Salazar | 


y Antonio R. Fontecha, á quienes im- 
portó muy poco la anotación, y á su 
vez la hipotecaron ellos 4 los señores 
Bolaños hermanos. La inscripción he- 
cha en el Registro en favor de Salazar 


No obstante eso y para evi- | 


Así las cosas, Au- | 


cinco, puso término á la controversia : 


7, 

y Fontecba se hizo con la salvedad del 
artículo 2,123 del Código Civil, es 
decir, sin perjuicio de mi derecho an- 
teriormente anotado, comprobante nú 
mero 39% y la hipoteca se constituyó 
en los términos del artículo 2,021 de 
dicho Código, á saber: “el que hipote-: 
care una cosa sobre la cual tuviere un 
derecho eventual ó sujeto á condicio-- 
nes suspensivas recisorias Ó resoluto-- 
rias, no se entenderá que lo hace sino 
con las condiciones ó limitaciones á- 
que esté sujeto su derecho, aunque | 
así no se exprese.” Y 
La Honorable Corte Suprema de 
Justicia, en sentencia de diez de julio 
del año próximo pasado de noventa y > 


declarando que, procedía por mi parte 
la reivindicación de la finca, en los 
términos consignados en la escritura 
de venta fecha once de julio de ochen- 
ta y cuatro. 

Esa sentencia ejecutoria fué inscrita 
en el Registro, en observancia del ar- 
tículo 908 del Código de Procedimien- 
tos, y como consecuencia se canceló la - 
inscripción limitada, que existía á 
nombre de los señores Salazar y Fon- 
techa. j 

Mas, estos señores no quedaron sa-.' 
tisfechos, y promovieron el juicio, que 
hoy pende ante la Suprema Corte, en el 
que me demandaron para que se de- 
clarara lá nulidad de dicha cancela- 
ción, y los señores Bolaños se presenta- 
ron haciendo tercería coadyuvante. Al - 
contestar negativamente la demanda, 
reconvine á los actores para que se re- 
solviéra la nulidad de la venta y la de - 
la hipoteca, para lo cual me fundé en 
la disposición del artículo 135, inciso - 
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139, decreto número 273, que preceptúa 
“ser uno de los efectos de la citación, 
amular la enajenación y gravámenes 
posteriores impuestos después del em- 
- plazamiento si se hubiere anotado la 
demanda conforme al artículo 2,025 
del Código Civil. 

Tanto el señor Juez de la causa, el 
'¡lustrado señor Salazar, como la Ho- 
- norable Sala 1? de la Corte de Apela- 
ñ ciones, me absolvieron de la demanda 
y declararon la nulidad de la venta y 
de la hipoteca. 

Tales son los antecedentes de este 
negocio, y descansando en ellos, fácil 
es demostrar la no infracción de las 
leyes citadas como violadas por los re- 
- Currentes. 


I. 


Artículos 189, 190, fracción 6*, y 192, 
primera parte, decreto número 273, 
que respectivamente dicen: “Hay cosa 
- juzgada, cuando la sentencia es ejecu- 
- toria, Ó ha sido ejecutoriada mediante 
3 la declaración respectiva; son senten- 
cias ejecutorias, las de casación y las 
- sentencias de que hablan las nueve 
' primeras fracciones del artículo 190, 
- tienen fuerza ejecutiva por ministerio 
de la ley. 

La violación de esos artículos la ha- 
cen consistir los recurrentes en el su- 
puesto falso de que, la sentencia de 
' primera Instancia de diez de diciem- 
bre, y la segunda de catorce de abril, 
- descansan en el fallo de casación die- 


' tado el dieciocho de julio del año de 


Ze Fa 


sentido y para fallar con tal funda- 
mento, se necesitaba que los Jueces y 
actor se hallaran en estado de enajena- 
ción mental. 


La resolución de julio de noventa y 
uno, tuvo su debido cumplimiento: 
por eso fué que obligado judicialmen- 
te don Antonio Aubareda, pagó el va- 
lor de las diferencias en el peso y ca- 


lidad de la panela; y como dije ante- 


riormente, no pude recobrar la finca. 


Ejecutado así el fallo 4 que me he re- 


ferido, no existe bajo ningún concepto 
la violación de las leyes citadas, que se 
contraen á la fuerza y valor de las sen- 
tencias ejecutorias. 


En esta parte de su alegato es donde 
los señores Bolaños insisten en querer 
demostrar que el precio de “La Com- 
pañía', había sido ya superabundante- 
mente pagado con la panela que en- 
tregó Aubareda, correspondiente á los 
tres primeros plazos. Para ello justi- 
precian cada carga, según la estima- 
ción que tuvo entonces en el mercado, 
y de allí deducen la conclusión enun- 
ciada, de haberse pagado desde enton- 
ces, más del precio. A semejante mo- 
do de discurrir, daré por respuesta: 
que el contrato de traslación de domi- 
mio del expresado inmueble en favor 
de don Antonio Aubareda, se efectuó 
mediante una permuta, porque este 
señor debía dar en panela más de la 
mitad del precio. Esto se hizo porque 
él carecía de fondos, y la finca la iba á 
pagar con sus frutos. Pocoimportaba 
para el caso el mayor ó menor precio 
que en el mercado tuviera ese artículo; 
el deber del comprador era entregar 
cinco mil quinientas cargas de panela 
en cinco plazos; pero, convertirlas en 
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numerario para los efectos del pago, 
contraría la naturaleza de la permuta; | 
cambio de la finca por panela. Si co-' 
mou felizmente ésta mejoró en el pre- 
cio, hubiera disminuído, entonces, el 
comprador no se habría considerado | 
en el deber de pagar la diferencia. | 

Son nuestros Tribunales, los que 
siempre en sus resoluciones han ga- | 
rantizado á las personas y propieda- 
des. Mas, el fallo de dieciocho de ju- 
lio de noventiuno, no me privó ni po-. 
día privarme de la acción que me daba 
el contrato, para que por falta de pago 
del quinto plazo, pudiera reivindicar | 
“La Compañía,” y esto fué lo que la 
Suprema Corte resolvió el diez de ju- 
lio de noventa y cinco, en un fallo que, | 
por la exactitud de la apreciación de 
los hechos y estricta aplicación del de- | 
recho, puede ponerse como modelo aca- 
bado de resoluciones judiciales. Bue- 
no será reproducir aquí, y recordar á 
la parte recurrente que “Res judicata 
pro veritate habetur”: para queacate y 
respete como es debido la sentencia 
del Tribunal Supremo de la República, 
dictada unánimemente por los cinco | 
vocales de que se compone. | 


TL | 

Artículo 36 de la Constitución de la 

República: “Esinviolable en juicio la | 

defensa de la persona y de los dere-. 

chos; y ninguno podrá ser juzgado por 
Tribunales especiales.” 


En el sentir de la parte recurrente, 
la infracción de esa ley consiste en 
los hechos que se verificaron desde que 
se tuvo por contestada negativamente 
la reconvención, por lo que á ella se 
refiere, hasta que el señor Juez 2? de ' 


juicio quedó á 


1” Instancia UOMIONO la sentencia. 
Para mayor claridad paso á reteririosa 
“En once de octubre del año próxi- 
mo pasado, el Juzgado decretó, q 
continuara la audiencia con los seño-= 
res Bolaños, fojas 44 de la pieza d 
primera Instancia, y en catorce del- 
mismo mes, fueron notificados dichos 3 
señores: 9 
En veintiuno de noviembre siguien-- 
te, después de transcurridos treinta y | 
siete días, se declaró, á mi solicitud, - 
contestada negativamente la reconven- 
ción por parte de los expresados Bola- 
ños, fojas 46; al siguiente día, es decir 
el veintidós, quedaron ellos enterados, A 
y el veintiséis lo fueron los ¿co 
Salazar y Fontecha. Ni cuando se hi- 4 
zo la notificación á aquellos señores, q 
ni por separado, expusieron contra la 1 
expresada resolución, que fué así con- 
sentida por ellos: : 
El propio veintidós de noviembre, 
fojas 47, presentaron los señores Bola- 
ños un escrito, pidiendo que el juicio 
se abriera á prueba; el señor Juez Ra- 
mírez, encargado entonces del Despa- 
cho, mandó agregarlo á sus anteceden- 
tes, lo que se les hizo saber ese mismo 


día. 

Aparece á fojas 48, que, con fecha * 
cinco de diciembre, y á mi solicitud, 
se dió á conocer el nuevo señor Juez; - 
la última de las partes fué notificada 
el día siete, y ese día, después de ha- 
ber suministrado el papel sellado, el + 
á la vista. 3 

El mismo siete, la parte de Bolaños 
pidió de nuevo que el juicio se recibie- : 
ra á prueba, fojas 49, y el memorial, : 
que obra por separado en la tramita- 
ción del juicio se mandó agregar á sus 
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'antecedentes; y es por eso que, hechas 
las notificaciones, quedó en blanco la 
'segunda cara del folio 50. 


Con fecha diez de diciembre, y al je 


table funcionario, escrito de su puño 
¡y letra, pronunciado el tercer día de 
quedar los autos á la vista, y dentro de 
los ocho que fija el artículo 490 del Có- 
digo de Procedimientos. 

Dicen los recurrentes que por ha- 
ber pasado los autos á la Sala, el tér- 
mino no les corrió, en conformidad á 
lo preceptuado en los artículos 388 y 
389 del Código de Procedimientos, que 
aseguran fueron violados. Mas, eso 
que ahora afirman, es lo que debieron 
entonces haber representado. Nada de 
eso hicieron, limitándose á solicitar, 
contra lo dispuesto en el artículo 599 
- del Código citado, la recepción á prue- 
ba de un asunto en que se versaban 
“tres puntos de derecho. De allí pro- 
vino que el señor Juez fallara sin otro 
trámite y de una manera muy acerta- 
da, las cuestiones sometidas á su recto 
é ilustrado criterio. Curioso habría si- 
do que él hubiera tenido que suspen- 
der la resolución, por el nuevo escrito 
de recepción á prueba, producido por 
la parte de Bolaños, y que ese procedi- 
¿miénto pudiera reiterarse indefinida- 
mente para hacer interminable la con- 
troversia judicial. Preguntan estos se- 
_ñores, ¿que cuando pudieron pedir la 
“subsanación de la falta del Juez que 
les delaró renunciada la audiencia, cu- 


h 


del escrito, en que el soñor Juez se dió | 
á conocer. aparece el fallo de este no- | 


respectiva; es decir, desde el día vein- 
tidós de noviembre, hasta que fene- 
ció el término legal. Mas nada de esto 
practicaron, concretándose, como ante- 
riormente dije, á presentar dos: memo- 
riales sobre recepción del juicioá prue- 
ba. Quince días trascurrieron desde 
el veintidós de noviembre, fecha de la 
primera solicitud y del auto en que se 
delaró contestada negativamente la de- 


manda, hasta el siete de diciembre en 
que se presentó la segunda.- 


Si asistía á los recurrentes el dere- 
cho de reclamar contra la resolución 
en que se declaró por el señor Juez Ra- 
mírez contestada negativamente la de- 
manda, y llamó autos con citación, 
porque el término no les había corri- 
do, en ese sentido debieron gestionar; 
mas si á este respecto descuidó su abo- 
gado la defensa de la parte, él y sólo él 
es responsable por su negligencia ó in- 
curia. Empero, culpar al Juez de la 


causa, por la morosidad de su director, 
es la mayor de las aberraciones. 


De lo relacionado se deduce: que los 
señores Bolaños no han sido privados 
en el presente juicio de los medios de 
defensa en su persona y derechos, y es 
por eso que no existe la violación su- 
puesta del artículo 36 de la Constitu- 
ción, ni de los artículos 388 y 389 del 
Código de Procedimientos. 

Lo más curioso de todo es que, con 
el apoyo de la ley fundamental citada, 


se afirma que se quebrantó sustancial - 
mente el procedimiento. 


Bueno será recordar aquí á la parte 
recurrente la disposición legislativa á 
este respecto, y es el artículo 1869 del 


Código de Procedimientos, que dice: 
“Se entenderá quebrantado sustancial- 


acerlo, al notificárseles la providencia | mente el procedimiento: 
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1? Por no haberse emplazado en 
tiempo y forma á los que deben ser ci- 
tados en el juicio; 

2? Por falta de personalidad legal 
para comparecer como parte en el jui- 
clo; 

32 Por defecto de citación para la 
sentencia. y para toda diligencia pro- 
batoria; 

4% Por haberse dictado la sentencia 
por un número de magistrados menor 
que el seíalado por la ley; y 

52 Por incompetencia absoluta de 
jurisdicción. 

Aun hay más: el artículo 1871 del 
citado Código, dispone que: Los recur- 
sos de casación que se interpongan por 
quebrantamiento úe forma sólo serán 
admitidos cuando se hubiere pedido la 
subsanación de la falta en la ¿mstancia 
en que se cometió y reproducida la pe- 


tición en la segunda, cuando la infrae- 


ción procediere de la primera. 
lejos de pedir los recurrentes, en la 
primera instancia la subsanación de la 
falta que hoy han invocado, ni siquie- 
rala mencionaron; y como lo hice cons- 


tar antes, sus dos solicitudes de vein- | 


tidós de noviembre y siete de diciem- 
bre, se contrajeron á pedir que el jui- 
cio se abriera 4 prueba, consintiendo 

la resolución en que se tuvo por 
contestada negativamente la recon ven- 
ción. 

Para terminar, me permito llamar 
la atención del Supremo Tribunal so- 
bre que, según el artículo 603 del Có- 
digo de Procedimientos, el que afir- 
ma está obligado á probar; por lo que, 
la parte interesada debió comprobar el 
impedimento por que no le corrió el 
término para hacer uso de la audien- 


Mas, 


cia, es decir, la remisión de los autos á 
la Sala, y no lo hizo; luego su gratuita! 
afirmación carece de todo fudamento 
legal, no pudiendo además, por este. 
motivo, tomarse en consideración. ' 


TI. 52M 
Artículo 2,126, inciso 2%, Código Ci-. 
vil: “Podrá pedirse la cancelación to- 
tal de la inscripción, cuando se decla-- 
re la nulidad del título en cuya virtud 
se haya hecho dicha inscripción. 4 
Artículo 2,136, inciso 32 de dicho Có-- 
digo: toda a da contendrá la cir- 
cunstancia siguiente: “la designación 
del Juez que la hubiere expedido.” 
El artículo 908, Código de Procedi- 
mientos anteriormente citado, ordena 
que las sentencias que causen ejecuto- 
ria, deberán registrarse, siempre que | 
transmitan la propiedad, la posesión ó 
el goce de bienes inmuebles ó derechos | 
reales impuestos sobre ellos. 1 


En cumplimiento de esa ley ocurrí 
al Registro con la copia del fallo, dic- * 
tado por la Suprema Corte, el diez de ' 
julio del año próximo anterior, en que + 
se declaró, procedía por mi parte la j 
reivindicación de “La Compañía.” Pa- ' 
ra registrar la resolución expresada, 
por la que recuperé el inmueble, era 
forzoso cancelar las inscripciones exis- * 
tentes á favor de don Antanio Auba- a 
reda Muria, comprador y la de su he- $ 
redero don Antonio Aubareda Dome- 
nech. Mas, como éste á su vez, había : 
enajenado la finca cuando estaba ya * 
anotada, á los señores Salazar y Fon- 
techa, era una consecuencia lógica é- 
ineludible del fallo cancelar la inscrip- 
ción á nombre de dichos señores. Su. 
derecho al inmueble era limitado y su- 
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IFsegún el artículo 885, Código de Pro- 


recho proviene de los que siguieron el 


Sobremanera notables me parecen 
"los fundamentos de la resolución eje- 
—cutoria, sobre este particular, y así voy 
4 transeribirlos: 

Considerando, dice, que la cancela- 
' ción que hizo el Registrador, referente 
4 la inscripción de “la finca de que se 


_téntica del fallo de casación que decla- 
lYó procedente por parte de Larraondo 
la reivindicación de “La Compañía” 
es título inscribible, conforme al pre- 
cepto del artículo 908 del Código de 
- Procedimientos; y porque desde luego 


rraondo la finca, debía quedar excluí- 
da del dominio de Salazar y Fontecha, 
' pues de otro modo sería contradicto- 
ria la existencia en el Registro de dos 
l- ineripciones de propiedad exclusiva de 
[cuna misma finca, en favor de diversas 


Código Civil.” 

Por lo expuesto se convencerán los 
F recurrentes, de que la tercera cancela- 
ción fué hecha legalmente, en cumpli- 


lio; y que la concepción precedió al 


su debido tiempo y muy feliz. 
- Nadie se ha atrevido á discutir la 


el fallo de casación les perjudicó 


cedimientos: “la sentencia dada contra 
una parte perjudica á tercero cuyo de- | 


trata á favor de Salazar y Fontecha, 
no es nula; porque la certificación au- 


que por esa ejecutoria reivindicó La- 


F personas, artículos 885 y 908, Código 
¡de Procedimientos y 2,125 y 2,126 del | 


' miento de la ejecutoria de diez de ju-. 


alumbramiento, habiendo sido éste á | 


procedencia de la cancelación por lo 


pero, sí sostienen que debía quedar en 
pie la inscripción de los señores Fon- 
techa y Salazar. El resultado de se- 
mejante pretensión habría sido que 
“La Compañía” perteneciera, según el 
Registro, á dos distintas personas, á 
Salazar y Fontecha y á Larraondo, co- 
mo lo hizo notar la Sala sentenciadora. 

Exhibida por mí la certificación en 
que consta haberse cancelado la parti- 
da en referencia, en ella se hizo cons- 
tar: “que la operación se ejecutó, en 
virtud de sentencia de diez de julio de 
mil ochocientos noventa y cinco, die- 
tada por el Tribunal de Casación, eje- 
cutoriada por el Juez 2? de 1* Instan- 
cia de este departamento, que declaró 
procedente á favor de don Javier La- 
rraondo la reveindicación de la finca 
“La Compañía”, con arreglo á los tér- 
minos de la escritura de once de julio 
de mil ochocientos ochenta y cuatro, 
ante el notario don Yanuario Arriola; 
se cancelaron las inscripciones existen- 
tes en favor de don Antonio Aubare- 
da, don Ramón A. Salazar y don An- 
tonio A. Ramírez Fontecha.” Es por 
eso qne en dicha operación se hicie- 
ron constar los requisitos exigidos en 
el artículo 2,136, que por lo mismo no 
fué violado. 

Ridícula por demás, es la pretensión 
de los recurrentes, sobre que, para ha- 
cer la cancelación debía haber una sen- 
tencia ejecutoria, que mandara practi- 
carla. ¿Podrá exigirse y obtener me- 
jor título que la resolución de diez de 
julio? Ese fallo, como se ha demostra- 
do hasta la saciedad, debía producir 
sus efectos en el Registro, por ser ins- 
cribible; fué un título hábil para eje- 
cutar tal operación. 
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IV. 


Hasta aquí los artículos citados en 
el alegato producido el día de la pri- 
mera vista; pero ahora encuentro que 
en el presente recurso se menciona 
otro, que es el 477, Código de Procedi- 
mientos; sobre el cual dicen los recu- 
rrentes: 

“Entre todas las violaciones, llama 
Ja atención la del artículo 477, Código 
de Procedimientos. La sentencia de la 
Sala, pronunciada como la del Juez, el 
mismo día que el asunto quedó á la 
vista, aparece con fecha catorce de 
abril, y la palabra catorce está escrita 
sobre una raspadura con que se hizo 
desparecer otra palabra,sin haber pues- 
to sobre ella una línea delgada, que 
permitiera su lectura, y sin que la Se- 
cretaría se acuerde de la palabra que 
borró por raspadura. Como el artículo 
477, es una ley prohibitiva, puesto que 
prohibe que en la sentencias se raspen 
las frases equivocadas, es claro que 
conforme al artículo 9*, Código Civil, 
“es nula la sentencia que aparece con 
fecha catorce de abril. 


Para entrar en materia, transcribiré 
las disposiciones de dichas leyes: 


Artícula 477, Código de Procedi- 
mientos: “En la práctica de las dili- 
gencias, en las declaraciones, decretos, 
autos y sentencias, no se emplearán 
abreviaturas, ni se rasparán las frases 
equivocadas, sobre las que se pondrá 
una línea delgada que permita la lec- 


tura, salvándose al fin con toda preci- 
sión el error cometido.” 

Artículo 9?, Código Civil: “Las ac- 
tos ejecutados contra el tenor de las 
leyes prohibitivas, serán nulos.” 

Ingenuamente confieso, señores Ma- 
gistrados, que ni mi abogado, ni el ex- 


A ENS 


ponente, ni vadie nos habíamos fijado 
en ese detalle, que como se ve, existe 
en el encabezamiento del fallo,  Aho: ; 
ra hemos observado que con toda pre-* 
cisión aparece salvada la palabra=ca- 
torce=antes de la firma de los seño-- 
res Magistrados: y á este respecto nada 
dicen los señores recurrentes. a 

Como el Tribunal se servirá obser-* 
var, cuando tuvo lugar el anterior re-- 
curso la parte que lo introdujo, nada 
dijo á este respecto. Es seguro que, no. 
hallando como atacar el fallo, buscó y 
rebuscó algún defecto que ponerle, has- * 
ta que encontró la raspadura, que co- 
mo antes hice notar, ni siquiera está 
en el cuerpo de la sentencia, sino en la 
palabra=catorce=que en nada influye : 
ni afecta al fallo. ¿Cuánta será la con- ' 
vicción íntima de la justicia que asiste 
al litigante, que lejos de fijarse en el 
fondo de la cuestión, para atacar Ó de- 
fender la sentencia, tiene que apelar á | 
raspaduras? He oído el parecer de 
personas versadas en los estudios jurí- 
dicos y en la práctica de nuestros T'rj- * 
bunales, y todos de consuno han dado 
su parecer, sobre que, es el primer ca- 
so en que,con el propósito de casar un 
fallo, se acude al pueril expediente de - 
apelar á una palabra raspada. i 

El artículo 477, dice: “no se emplea- 
rán abreviaturas, ni se rasparán las 3 
frases equivocadas.” Términos son - 
éstos imperativos Ó preceptivos, en 
que el legislador ordena y manda 
que tal cosa no se haga; y por lo ' 
mismo la ley está comprendida en- 
tre las preceptivas. La ley, dice el * 
Doctor don José Sánchez de Molina 
Blanco, puede tener por objeto impo- 
ner una obligación Ó dictar cierta re- | 
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gla, probibir algún acto, ó que se eje- 
'cute sin ciertos requisitos, ó estable- 
cer un derecho del que cada uno puede 
usar ó no libremente. De aquí la di- 
visión, en preceptivas, prohibitivas y 
| permisivas. Pues bien, en las que exa- 
'minamos se manda que las testaduras 
se hagan en la forma prevenida, es de- 
"cir, poniendo sobre la palabra equivo- 
cada una línea; luego está comprendi- 
da en la clase primera Ó sea en las 
E preceptivas. Entre otras leyes que son 
- prohibitivas, citaré las siguientes: ar- 
- tículo 805, Código Civil, “se prohibe á 
- los testadores dar poder para testar.— 
Artículo 808 del propio Código: queda 
- prohibido el contrato de sucesión re- 
 cíproca entre los cónyuges.—Artículo 
811 del mismo cuerpo de leyes: se pro- 
' hibe que sean herederos las manos 
' muertas, etc. Si, pues, el artículo 477, 
' noes una ley prohibitiva, no procede la 
aplicación del artículo 9? del Código Ci- 
- vil. A la verdad, que sería no sólo curio- 
-so,sino hasta risible y ridículo que se 
casara y anulara un fallo, porque una 
palabra de la fecha, el catorce, estaba 
- raspada; pero debidamente salvada an- 
tes de la subscripción. 

Dice la parte recurrente que la sen- 
' tencia de la Sala, como la del Juez, fué 
pronunciada el mismo día que el asun- 
to quedó á la vista. Es esta una fal- 
-= sedad, que materialmente está des- 
mentida por la simple lectura de los 
autos. Refiriéndome á lo que pasó en 
— primera Instancia hice ver que los 
“autos quedaron á la vista el día siete 
de diciembre y la sentencia se pronun- 
ció el diez. Pues bien, otro tanto su- 
cedió en lasegunda. A fojas 23 de la 
pieza de segunda Instancia, se encuen- 


ep 


tra el decreto de veintiuno de marzo 
último, en que se dió á conocer el 
personal de la Sala, y el veinte y cua- 
tro del mismo quedó notificada la 
última de las partes. A fojas 24 se 
halla el auto de primero de abril, en 
que, la expresada Sala desechó por 
improcedentes, las dos solicitudes con- 
signadas en el alegato presentado el 
día de la vista por la parte de Bolaños; 
y la sentencia definitiva, se pronunció 
el catorce de abril. En consecuencia, 
los autos estuvieron á la vista de la 
Sala, veintiún días, contados desde el 
veinticuatro de marzo al catorce de 
abril. Por eso dije antes que el afir- 
mar que la sentencia fué dictadá el 
mismo día que el asunto quedó á la 
vista del Tribuual, era una falsedad, 
desmentida por la simple lectura del 


expediente. 


Reasumiendo lo expuesto, resulta: 
que los recurrentes al iniciar el recur- 


-so y en las leyes que citan, demuestran 


de una manera evidente la falta de 
razón que les asiste y la incoherencia 
en la parte petitoria. En cuanto ata- 
can el procedimiento con los artículos 
36 de la Constitución, 388 y 389, del 
Código de Procedimientos, pasan al 
fondo de la controversia con los artícu- 
los 2126 y 2136 Código Civil, que se 
contraen á dar reglas para cancelar; 
en seguida citan los 189, 190 y 192 
decreto número 273, que tratan de las 
sentencias ejecutorias; y últimamente 
invocan el 477, sobre testaduras. 

Por lo expuesto el Supremo Tribunal 
ha podido notar: que comprendiendo 
los fallos de primera y segunda Instan- 
cia la declaratoria de que la venta de 
“La Compañía”, hecha por don Anto- 


' 


$294 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 


nio Aubareda á los doctores Ramón A. 
Salazar y Antonio R. Fontecha, es 


nula, lo mismo que la hipoteca que so- | 


bre dicho inmueble constituyeron estos 
señores á favor de Bolaños hermanos, 
ninguna ley mencionan para desvir- 
tuar en esta parte la sentencia. De- 
mandado por los Doctores Fontecha y 
Salazar, lo mismo que por los señores 
Bolaños, aproveché la oportunidad 
para reconvenirlos, porque la hipoteca 
estaba vigente en su inscripción. Con- 
vencidos, pues, de la justicia que me 
asiste, han consentido en esto el fallo 
de ambas Instancias. 
Es en extremo deplorable que los 
señores Bolaños, con la mejor buena 
fe, hayan celebrado un contrato de 
mutuo garantizado sobre una cosa li- 
tigiosa; pero la anotación preventiva 
les aconsejaba que se abstuvieran de 
llevarlo á término para no exponerse 
á las resultas del pleito. Dicen ellos 
en su alegato, que es válida la hipoteca 
o en su favor sobre “La Jom- 
pañía,” por más que ésta cambie de 
dueño. En otros términos: ellos quie- 
ren que yo les pague lo que no les debo. 
El mutuo lo celebraron con los señores 
Salazar y Fontecha, á ellos les dieron 
el dinero, y ellos deben devolvérselo. 
Jamás he celebrado contrato alguno 
con los recurrentes, á quienes no les 
debo ni un solo centavo. 
Interpuesto el recurso de casación, 
previno la Superioridad á la parte re- 
currente, en auto de ocho del mes en 
curso, que dentro de tercero día de- 
positaran en la Receptoría General de 
Fondos de Justicia, la suma de dos- 
cientos cincuenta pesos. Los señores 
Bolaños fueron notificados el nueve á 


las nueve y media de la mañana, Ñ 
depósito lo hicieron hasta el día trec 
es decir el cuarto, después de lan 
ficación. Dispone el artículo 329 
decreto número 273, que: el recurs 
se presentará al Tribunal, para q 
éste designe la cantidad que deba d 
positarse, y señale el término dent 
del cual deba hacerse el depósito. Ven - 
cido el término sin haberse hecho éste, 
queda sin lugar el recurso. En obser= 
vancia de dicha disposición, el Tribu- 
nal se servirá así resolverlo. A 

Por lo expuesto, á la Ho e 
Corte Suprema suplico: que por se- 
gunda vez y definitivamente, desestir 
el recurso, declarando incursa á la 
parte que lo introdujo, en la pérdida 
del depósito; y que son á su cargo Y 
gastos del incidente. 08 


Guatemala, ae: 22 de 1896. 
0-18 detal 


Lic. F. Ner1 Prapo.—J. LARRAONDO. 


CRIMINAL. 


Procede la acumulación de autos cuando la sentencia 
que haya de dictarse en uno de los pleitos, de cuya 
acumulación se trata, produzca en el otro excepción. 
de cosa juzgada. 


Corte Suprema de Justicia: Gua- | 
temala, agosto seis de mil ochocientos 
noventa y sels. 

Vistas las diligencias imstr uídas en. 
este Tribunal contra el comandan- 
te de Armas y ex-jefe político del de- 
partamento de (Q)uezaltenango, don Ba- 
silio Estrada, por abusos de autoridad. 

Resulta: que al propio tiempo que el 
Juez 2? de 1% Instancia de Quezalte- 
nango dió cuenta de las expresadas di- 
ligencias, que se iniciaron por soli 
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tud de Antonio Cerrato Andino, éste 
ocurrió en queja contra Estrada, ante 


con motivo de los mismos hechos, en- 
tre los cuales figura el de haber puesto 
en libertad al Licenciado don Juan Ig- 
nacio González, que se hallaba bajo la 


jurisdicción del Juez 12% de Paz, por 
acusación de Cerrato Andino. 


Considerando: que á mérito de lo 
MN expuesto y de lo que preceptúan los 
artículos 1,509 y 1,510 del C. C. de Pr., 
esel caso de acumular á lo actuado en 
este Tribunal las diligencias seguidas 
ff. en la Sala 4%, para determinar á su 
- tiempo lo que corresponde, según el 
E artículo 26 de la Ley Orgánica del Po- 
E der Judicial; 
Por tanto: la Corte Suprema de Jus- 
ticia declara: que para los efectos de la 
E última ley citada, deben acumularse 
las actuaciones de que se ha hecho mé- 
rito. 
Notifíquese. 


>, 


BATRES. — HERRERA. — FoRONDA. — 
ALARCÓN. — SÁENZ. 


FeLIPE MARTÍNEZ, 
Secretario. 


JUZGADOS DE 1" INSTANCIA. 


Acta relativa á la posesión de un Juez. 


-—— Elinfrascrito Secretario del Juzga- 
do de 1? Instancia de Suchitepéquez 
- certifica: que para este efecto tiene á 


y e dice: 

“En la villa de Mazatenango, á diez 

y : de agosto de mil ochocientos 
oventa y seis y en virtud de haber 

ido nombrado el infrascrito, Juez de 

> Instancia del departamento de Chi- 


la Sala 41 de la Corte de Apelaciones, 


quimula, por acuerdo gubernativo fe- 
chado el ocho del corriente y por ins- 
trucciones que al efecto ha recibido de 
la Corte Suprema de Justicia por te- 
legrama fechado el diez y seis de este 
mismo mes, se procedió á dar posesión 
y á entregar este Despacho al alcalde 
12 don Antonio Pérez, quien estando 


presente se da por recibido de la ma- 
nera siguiente: 


“I.—Se le entregan 195 juicios civi- 
les en curso, 267 entre suspensos y fe- 
necidos, que hacen un total de 462 ex- 
pedientes, 35 causas criminales de reos 
presos, 141 de excarcelados y 256 de 
prófugos y sujetos á las resultas, cuyo 
número asciende á 432 causas. 

“II.—Recibe así mismo 17 libros 
que sirven para conocimientos de los 
Juicios que se remiten á la Superiori- 
dad, para conocimientos de los que se 
entregan en traslados, para tomar ra- 
zón de los notarios que se manda sus- 
pender en el ejercicio de esa profesión 
y de las actas que se levantan al falle- 
cimiento de los mismos, los de inven- 
tarios de losjuicios archivados, los que 
se han destinado para copiar los ex- 
hortos telegráficos, el de acuerdos eco- 
nómicos, el de actas que se levantan 
en la visita de prisiones y el que sirve 
para tomar razón de las frases contra- 
rias á la decencia y á la respetabilidad 
de las autoridades en los escritos que 
presentan los litigantes. 

“I11.—Los útiles y enseres que tam- 
bién recibe son los siguientes: un es- 
critorio en regular estado, cuatro me- 
sas en mal estado, una silla de torni- 
llo, un sillón, seis sillas en mal estado, 
un escudo de armas de la República, 
cinco tinteros, tres timbres, de los cua- 
les uno está en buen estado, una cam- 
panilla, cuatro escupideras, un apara- 


| 
dor que contiene los legajos de los ex- 
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pedientes archivados, dos canastas en 
buen estado, dos banquetas, dos sellos, 
una tinaja, una regadera, una ratera, 


17 ganchos que sirven para colgar la. 
otros 


correspondencia, dos id. para 
usos, un plumero, tres reglas de metal, 
una de madera, una tijeras, dos guar- 
da-plumas. Como armas decomisadas | 
- recibe 13 machetes, dos cuchillos y un 
espadín. Igualmente se le entregan 
once tomos de la Recopilación de leyes | 
patrias, un Código Civil y de Proce- 


dimientos, un Penal, uno de Procedi-' 


mientos Judiciales, una Ordenanza Mi- 
litar, un Código de Comercio y un to- 
mo que contiene las leyes emitidas úl- 
timamente por el Poder Ejecutivo. 
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“IV.—Se hace constar que durante | 


la permanencia del Juez saliente en: 
este Despacho, no dejó de practicarse | 
mensualmente la visita de cárceles,co- | 


mo puede verse en el libro respectivo, 
y se dictaron nueve acuerdos eco- 


nómicos encaminados á procurar que 
sea. 


la administración de ¡justicia 
pronta y cumplida en todos los Juzga- 
dos que están sujetos á su jurisdicción, 


$ ,» ' 
y especialmente el que trata de la for- 
mación de un nuevo inventario gene- 


ral de los asuntos archivados, cuyos 


trabajos se han efectuado hasta hoy, 


desde el año 1870 al de 1881 inclusive 
“V —También se hace saber 


cios civiles, y que en todos éstos se 
dictó resolución oportunamente, no 
quedando en la actualidad ninguna 
causa criminal para dictar sentencia, 
sino únicamente un juicio civil que 
no se ha podido despachar por falta de 
papel sellado. 


1 
A 


"de 


que | 
cuando el propio Juez saliente recibió 
este Juzgado encontró 8 causas crimi- | 
nales á la vista para fallar y doce jui- | 


“VI.—Habiendo recibido al 
erito, de su antecesor, 279 causas « crio 
nales en curso, entrega hoy sólo cd 
con una disminución de 93; siendo e 
número de juicios civiles recibidos el 


de 359, entrega hoy 462, con un au 
mento de 103 juicios civiles. 


“VIL— Durante el tiempo que el 
Juez que subscribe estuvo al frente de 
este Tribunal, que fueron 10 meses y 9. 
días falló causas criminales 85 y 25. 
civiles, cuyos diferentes fallos están ya 
en consulta ó en. apelación en la Sala: 
cuarta de la Corte de Apelaciones Y 


uv 


que hacen un tota! de 110 resoluciones 
y 29 autos de sobreseimiento. XA 


“VIIT.—Durante los 19 días del pre- ' 
sente mes el infrascrito dictó seis sen- 
tencias criminales, correspondiendo 4 + 
de éstas al Juzgadó de 1% Instancia yA 
dos á la Comandancia de Armas y nue- 
ve en materia civil. | 


“IX.—Hace falta una Ley OtgimicóW 
y R. del P. Judicial y un Código Mili- 
tar, y el mobiliario propio de un Juz-- 
gado de 1* Instancia. 

No habiendo otra cosa e tratar 
se da por terminado el acto que firman ; 
el Juez entrante y el saliente y que: 
autoriza el actuario del Tribunal, dis-- 
poniéndose por último remitir una co- 
pia certificada de la presente acta á. la ' 
Presidencia de la Corte Suprema de 
Justicia y 4 la Sala 4* de la Corte des 
Apelaciones, para su conocimiento y 
publicidad en la Gaceta de los Tribu-. 
nales de la República.—Doy fe.—F.. 
Quinteros A.—Antonio Pérez, —Este-* 
ban Mejía.” 3 

Y para remitirla 4 la oh Suprema 
de Justicia, extiendo la presente, pre- 
via confrontación con su original, en 
Mazatenango, á veintiuno de seo da 
mil ochocientos noventa y seis. 
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